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Principales  funcionarios  del  Poder  Judicial  y  Secretarios  respectivos, 
residentes  en  la  Capital,  y  dirección  de  cada  uno  de  ellos. 


Corte  Suprema  de  Justicia. 


Presidente,  Licenciado  Don 
Magistrado,  ,,  ,, 


Secretario, 


José  A,  Medrano  . 

Quirimo  Flores  y  Flores 

José  Serrano  Mufioz _ 

A  bel  Paredes _ _ _ 

Juan  de  Dios  Castillo... 
Tomás  Posadas  O. - 


12  Avenida  Sur,  No.  20 
Callejón  del  Colegio,  No.  2 
5a.  Avenida  Norte,  No.  11 
4a.  Avenida  Sur,  No.  66 
Avenida  Central,  No.  21  A 
12  A  venia  Sur,  No.  13 


Sala  i-  de  la  Corte  de  Apelaciones. 


Presidente,  Licenciado  Don 
Magistrado,  ,,  ,, 

Fiscal, 

Procurador. 

Secretario,  ,,  ,, 


Carlos  Castellanos  R _ 

José  A.  Medina . . . 

Darío  Molina  P _ 

Renjamin  Gómez  Urruela 
Francisco  Barrios  Solis ... 
Encarnación  Mazariegos  . 


_  2a.  Avenida  Norte.  No  15 
:  12  Avenida  Norte,  No.  5 
.  9a.  Avenida  Sur,  No.  82 
.  Chalet  Pamplona 
.  6a.  Avenida  Sur,  No.  27 
9a.  Calle  Oriente,  No.  35 


Sala  2-  de  la  Corte  de  Apelaciones. 


Presidente,  Licenciado  Don 
Magistrado,  ,, 

1»  J»  »J 

Fiscal,  ,, 

Secretario, 


Adalberto  Aguilar  Fuentes 

Filadelfo  de  León _ 

Guillermo  Lavagnino _ 

Daniel  Menéndez . . 

Rodolfo  Gálvez  Molina _ 


5a  Avenida  Norte,  No.  7 
Avenida  de  San  José,  No.  28 
8a.  Avenida  Sur,  No.  67 
4a.  Avenida  Norte,  No  12 
13  Avenida  Sur,  No.  19 


Sala  y  de  la  Corte  de  Apelaciones. 


Presidente,  Licenciado  Don 
Magistrado,  ,,  ,, 

I*  >1  U 

Fiscal. 

Procurador,  .,  ,, 

Secretario. 


J.  Daniel  Ramírez  _ 

Manuel  García  Alvarado 

Juan  J.  Pérez . 

Leopoldo  Rosales . 

Manuel  Franco . 

Valentín  Alvarez  P . 


5a.  Calle  Poniente,  No.  11 
Prolongación  7a.  A.  N.,  No.  50 
4a  Avenida  Norte,  No  16 
Avenida  Central,  No. 

Banco  Colombiano. 


Jueces  de  i-  instancia  de  la  Capital. 


Juez  lo  ,  Licenciado  Don  Miguel  Alfredo  Gil  . . 5a.  Calle  Poniente,  No.  36 

„  2o.,  „  ,,  Leopoldo  Sandoval  . . . .  Avenida  del  Golfo,  No.  5 

30..  ,,  ,,  Guillermo  Sáenz  de  Tejada ...  11  Avenida  Sur,  No.  60  A 

..  4o.,  „  „  Abelino  Mariscal  ....  .. .  13  Calle  Oriente,  No.  33 

50..  ,,  ,,  Lisandro  de  León  M  . .  4a.  Calle  Oriente,  No.  24 

-  «o-  •.  ..  Celso  D.  Cerezo . . .  12  Avenida  Sur,  No.  8 


NOTA-: —  La  Corte  Suprema  de  Justicia  y  las  Salas  la.,  2a.  y  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  están 
instaladas  en  la  casa  No.  37  de  la  9a.  Calle  Oriente;  los  Juzgados  lo.,  2o.  y  3o.  de  la.  Instancia  del 
Ramo  Civil,  en  la  casa  No.  5  de  la  11  Avenida  Sur  y  los  Juzgados  4o.,  5o.  y  6o„  de  la.  Instancia  del 
Ramo  Criminal.se  encuentran  en  el  edificio  situado  en  la  7a.  Avenida  Sur,  entre  16  y  17  Calle  Oriente. 
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Número  16 


Cincuenta  y  un  años  hace  que 
triunfó  en  nuestra  patria  la  re¬ 
volución  que  encabezaran  los 
Generales  don  Miguel  García 
Granados  y  don  Justo  Rufino 
Barrios;  revolución  que  dió  un 
nuevo  giro  a  los  destinos  del 
país,  operando  un  cambio  en 
todas  sus  instituciones  y  mar¬ 
cando  una  senda  de  progreso  en 
todos  los  órdenes  de  la  vida  na¬ 
cional.  Pero  donde  se  palpan 
con  mayor  exactitud  los  benefi¬ 
cios  de  este  nuevo  estado  de  co¬ 
sas  es  en  la  reforma  de  nuestra 
legislación,  que  hasta  entonces 
había  permanecido  estancada, 
encuadrada  en  los  antiguos  mol¬ 
des,  pues  las  leyes  que  regían 
en  el  territorio  de  la  República, 
eran  aún  las  coloniales  y  se  ca¬ 
recía  de  códigos  formales,  pro¬ 
ducto  del  estudio  sociológico  de 


nuestra  manera  de  ser,  que 
marcara  la  conducta  de  gober¬ 
nantes  y  gobernados. 

La  Reforma  dió  un  empuje 
soberbio  en  el  sentido  de  dar  a 
la  Nación  leyes  que  estuvieran 
de  acuerdo  con  los  principios  de 
la  época,  y  así,  no  hubo  descan¬ 
so  hasta  dejar  formados  los  di¬ 
ferentes  cuerpos  legales  que  con 
pocas  o  ninguna  reforma,  nos 
rigen  en  la  actualidad.  Vieron 
la  luz  pública  entre  otras  mu¬ 
chas  leyes,  el  Código  Civil,  el  de 
Procedimientos  Civiles  y  el  de 
Comercio,  que  son  un  exponente 
de  civilización  y  que  vinieron  a 
sustituirán  bien  del  pueblo  gua¬ 
temalteco,  a  las  que  estaban  en 
vigor.  Pero  sobre  todo,  lo  que 
debe  considerarse  como  verda¬ 
dero  timbre  de  orgullo  para  la 
Reforma,  es  la  promulgación  de 
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la  Carta  Constitutiva,  que  si  en 
nuestros  días,  como  todas  las 
demás  leyes,  adolece  de  algunos 
defectos,  es  una  hermosa  colum¬ 
na  de  la  democracia  que  garan¬ 
tiza  el  bienestar  de  los  ciudada¬ 
nos  honrados. 

«La  Gaceta  de  los  Tribunales» 
cumpliendo  con  un  deber  de  es¬ 


tricta  justicia  hacia  aquellos 
abnegados  cruzados  de  la  liber¬ 
tad  que  hicieron  progresar  a 
nuestra  patria,  legando  tantas 
reformas,  cuyos  benéficos  re¬ 
sultados  ha  cosechado  la  poste¬ 
ridad,  deshoja  sobre  su  memoria 
las  flores  de  su  reconocimiento 
y  admiración. 


CONTINUA  LA  VISITA  A  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA 


El  diecinueve  de  los  corrien¬ 
tes,  partió  el  señor  Presidente 
de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
acompañado  del  señor  Oficial 
Mayor  de  la  misma  y  de  un  re¬ 
presentante  de  la  prensa,  hacia 
la  sección  oriental  de  la  Repú¬ 
blica,  con  el  objeto  de  continuar 
sus  visitas  a  los  Tribunales  de 
Justicia.  Ya  el  público  tiene 
conocimiento  del  resultado  de  la 
visita  practicada  por  este  Alto 
Funcionario,  en  los  departamen¬ 
tos  de  Occidente,  donde  se  ha 
tratado  de  hacer  las  mejoras 
necesarias  a  fin  de  que  la  pronta 
y  cumplida  administración  de 
justicia  no  sea  un  mito,  sino  al¬ 
go  real  y  verdadero  que  dé  en¬ 
tera  confianza  a  los  que  de  una 
u  otra  manera  acudan  a  los  Tri¬ 
bunales  a  pedir  la  vindicación 
de  sus  derechos. 

Véase,  pues,  la  buena  inten¬ 


ción  de  que  está  animado  el  Tri¬ 
bunal  Supremo  de  la  República 
al  llevar  a  cabo,  por  medio  de 
su  primer  Magistrado,  una  de 
las  medidas  que  conducen  a  un 
positivo  mejoramiento,  pues 
palpando  de  cerca  las  irregula¬ 
ridades  y  defectos  de  que  ado¬ 
lezcan  los  órganos  encargados 
de  impartir  justicia,  se  puede 
poner  un  inmediato  correctivo; 
así  como  que,  se  pondrán  en 
práctica  todos  los  medios  para 
mejorarlos  y  proporcionarles  los 
elementos  indispensables,  a 
efecto  de  que  no  haya  pretexto 
para  disculpar  faltas  que  me¬ 
noscaben  el  buen  nombre  de  la 
Institución. 

Del  resultado  de  la  visita 
y  de  las  medidas  que  se  to¬ 
men  daremos  cuenta  a  nues¬ 
tros  lectores  en  su  oportuni¬ 
dad. 
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PROYECTO  DECODIGO  PENAL 


LIBRO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  GENERALES 


TITULO  PRIMERO 

DEL  IMPERIO  DE  LA  LEY  PENAL 


CAPÍTULO  PRIMERO 

APLICACION  DE  LA  LEY’  PENAL 


CON  RELACION  A  PERSONAS  T  LUGARES 


Artículo  l9—  Están  sujetos  a  enjuicia¬ 
miento  en  Guatemala  y  se  castigarán  de 
acuerdo  con  la  ley  penal  guatemalteca,  sean 
nacionales  o  extranjeros  los  delincuentes: 

I? — Los  delitos  que  se  perpetren  en  el  te¬ 
rritorio  de  Guatemala  o  a  bordo  de  una  na¬ 
ve  de  guerra  de  la  República,  cualquiera 
que  sea  el  paraje  en  que  se  halle  dicha  nave. 

29 — Los  que  se  perpetren  en  aguas  territo¬ 
riales  de  Guatemala  o  en  alta  mar,  a  bordo 
de  un  barco  mercante  guatemalteco. 

39 — Los  que  ocurran  en  un  barco  mercan¬ 
te  guatemalteco  que  estuviere  en  mar  terri¬ 
torial  extranjero,  cuando  tanto  el -delincuen¬ 
te  como  el  ofendido,  fueren  individuos  de  la 
tripulación  o  cuando  no  perteneciendo  a  ella 
el  uno,  o  el  otro  o  ninguno,  se  abstuviere  el 
Estado  ribereño  de  proceder  contra  el  cul¬ 
pable  durante  la  permanencia  del  barco  en 
dichas  aguas. 

49 —  Los  que  ocurran  en  una  nave  extran¬ 
jera  surta  en  aguas  de  Guatemala,  cuando 


el  delincuente,  el  ofendido  o  ambos  no  per¬ 
tenecieren  al  personal  de  la  tripulación,  o 
cuando  aunque  los  dos  fueren  miembros  de 
ella,  la  tranquilidad  del  puerto  o  litoral  fue¬ 
re  perturbada  por  el  delito  o  se  reclamare 
de  a  bordo  la  intervención  de  las  autorida¬ 
des  guatemaltecas. 

59 — Los  delitos  realizados  en  todo  o  en 
parte  fuera  de  Guatemala  contra  la  indepen¬ 
dencia  o  soberanía  de  la  República  o  contra 
su  integridad  territorial,  su  forma  de  Go¬ 
bierno,  la  paz  pública  o  la  seguridad  interior 
o  exterior  de  la  nación. 

69— Los  delitos  parcial  o  totalmente  eje¬ 
cutados  fuera  de  Guatemala,  contra  la  fé 
pública,  o  las  rentas  y  finanzas  de  la  Nación 
o  contra  los  intereses  generales  de  su  co¬ 
mercio,  cualesquiera  que  sean  los  medios 
para  ello  usados,  y,  de  consiguiente,  toda 
falsificación  de  sellos,  timbres,  marcas  o 
firmas  oficiales  o  de  bonos  o  de  cualesquiera 
otros  documentos  de  crédito  público,  o  de 
moneda,  o  de  papel  moneda  guatemaltecos 
de  curso  legítimo,  o  de  acciones  o  billetes 
emitidos  conforme  a  la  ley  por  bancos  esta¬ 
blecidos  en  la  República,  asi  como  la  intro¬ 
ducción  a  ella  de  la  especie  falsificada. 

79 — Cualquier  delito  consumado  en  el  ex¬ 
tranjero,  cuando  alguno  de  sus  actos  de 
ejecución  se  haya  efectuado  en  Guatemala 
o  cuando  sus  efectos,  en  todo  o  en  parte, 
deban  producirse  en  el  territorio  nacional. 

89— Los  que  ejecuten  en  el  extranjero  los 
Agentes  Diplomáticos  y  demás  funcionarios 
de  la  Nación  que  gozaren  del  privilegio  de 
extraterritorialidad  conforme  al  Derecho  In¬ 
ternacional  o  los  tratados  públicos. 
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99 — Todo  delito  cometido  en  el  extranjero 
por  un  guatemalteco  contra  otro  guatemal¬ 
teco. 

10.  — Todo  delito  cometido  fuera  de  Gua¬ 
temala  por  un  guatemalteco  contra  ün  no 
guatemalteco,  cuando  mediare  requerimien¬ 
to  del  Gobierno  extranjero  respectivo  o 
acusación  del  ofendido,  o  instancia  del  Mi¬ 
nisterio  Público. 

11.  — La  piratería,  trata  de  esclavos  y  de¬ 
más  hechos  que  se  califiquen  como  delitos 
contra  la  humanidad,  si  hubieren  quedado 
impunes,  cualquiera  que  sea  el  lugar  en 
donde  se  cometan. 

CONDICIONES  DE  APLICACION  DE  LA  LEY  A 
DELITOS  COMETIDOS  EN  EL  EXTRANJERO. 

Artículo  29— La  aplicación  de  la  ley  penal 
guatemalteca  a  nacionales  o  extranjeros  por 
delitos  perpetrados  fuera  de  la  República, 
está  sujeta  a  las  tres  condiciones  siguientes: 

l9 — Que  el  delincuente  se  halle  en  terri¬ 
torio  nacional,  voluntariamente  o  por  haber¬ 
se  obtenido  su  extradición. 

2? — Que  el  hecho  haya  quedado  impune 
por  causa  de  enjuiciamiento  o  por  haberse 
eludido  la  condena  impuesta.  En  este  últi¬ 
mo  caso,  si  hubiere  descontado  parte  de  la 
pena  pronunciada,  se  le  hará  abono  de  di¬ 
cha  parte  al  ser  juzgado  en  Guatemala. 

3? — Que  no  haya  caducado  por  prescrip¬ 
ción,  según  las  reglas  del  Derecho  Guate¬ 
malteco  la  acción  penal  respectiva. 

DELINCUENCIA  DE  EXTRANJEROS  FUERA  DE 
GUATEMALA . 

Artículo  39 — Salvo  lo  dispuesto  en  los  in¬ 
cisos  39,  59,  69,  79  y  11  del  Artículo  l9,  los 


extranjeros  que,  fuera  del  territorio  guate¬ 
malteco  hayan  incurrido  en  responsabilidad 
penal  por  homicidio,  por  producción  de 
aborto  seguido  de  la  muerte  de  la  mujer  o 
mediante  tratamiento  impuesto  a  la  fuerza, 
por  lesiones  graves,  por  incendio,  por  de¬ 
sastre  causado  mediante  explosión,  inun¬ 
dación,  hundimiento  de  barco  u  otro  medio 
de  extenso  o  general  peligro,  por  depreda¬ 
ción,  por  robo  hurto  mayor  o  estafa,  o  por 
trata  de  blancas  o  por  corrupción  de  meno¬ 
res,  en  servicio  de  otros,  serán  expulsados 
del  país,  si  hubieren  quedado  impunes  por 
falta  de  enjuiciamiento  o  por  haberse  bur¬ 
lado  la  condena  impuesta,  en  el  caso  de  que 
la  autoridad  extranjera  competente  reque¬ 
rida  para  la  extradición  del  delincuente,  no 
la  pidiere  o  no  la  efectuare,  a  pesar  de  ha¬ 
berla  solicitado. 

El  extranjero  que  en  tal  caso  quebrantare 
la  expulsión,  será  reprimido  con  arreglo  a 
lo  dispuesto  en  el  artículo  509. 

f 

DELITOS  A  BORDO  DE  BUQUES  MERCANTES 
NACIONALES  en  aguas  extranjeras 

Artículo  49 — La  ley  penal  guatemalteca 
no  se  aplicará  a  delitos  cometidos  a  bordo 
de  buques  mercantes  nacionales  en  aguas 
de  otro  Estado,  si  en  este  fueren  reprimidos. 

INMUNIDAD  DIPLOMATICA 

Artículo  59— No  obstante  ser  la  ley  penal 
guatemalteca  obligatoria  para  todos  los  ha¬ 
bitantes  de  la  República,  inclusos  los  ex¬ 
tranjeros,  no  podrá  en  su  virtud  perseguir¬ 
se  en  el  país  a  las  personas  que  por  su  ca¬ 
rácter  diplomático  u  otro  motivo  gozaren 
conforme  al  Derecho  Internacional  o  por 
disposición  de  un  tratado  público,  del  privi¬ 
legio  de  inmunidad  o  extraterritorialidad. 
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CON  RELACIÓN  AL  TIEMPO 

Artículo  6” — Ningún  hecho  punible  será 
castigado  con  otra  pena  que  la  que  le  señale 
una  ley  promulgada  con  anterioridad  a  su 
perpetración. 

RETROACTIVIDAD  DE  LAS  LEYES  FAVORABLES 
PARA  EL  REO 

Artículo  79—Las  leyes  penales  tienen,  sin 
embargo,  efectos  retroactivos,  cuando  favo¬ 
rezcan  al  delincuente,  aunque  al  publicarse 
hubiere  ya  recaído  sentencia  condenatoria 
y  el  reo  estuviese  cumpliéndola. 

En  este  último  caso  la  pena  se  reducirá  a 
la  establecida  últimamente,  si  el  condenado 
lo  solicitare;  en  los  demás,  los  tribunales 
harán  de  oficio  en  el  pronunciamiento  de 
la  aplicación  de  la  nueva  ley. 

La  petición  del  reo  a  que  este  artículo  se 
refiere,  debe  dirigirse  al  Poder  Ejecutivo  y 
no  será  por  éste  resuelta  sin  oír  el  informe 
de  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

REGLA  SOBRE  PRISIÓN  PREVENTIVA,  SUSPENSIÓN 
DE  CONDENA,  LIBERACIÓN  CONDICIONAL 
Y  GRACIAS. 

Artículo  8'? — En  el  cómputo  de  la  prisión 
preventiva,  para  el  efecto  de  ser  abonado 
en  la  liquidación  de  una  condena,  se  obser¬ 
vará  siempre  la  ley  más  favorable  al  proce¬ 
sado. 

Igual  regla  se  observará  en  cuanto  al 
cómputo  del  lapso  de  la  prescripción  y  res¬ 
pecto  de  la  procedencia  y  efecto  de  una 
solicitud  de  gracia  o  de  suspensión  de  con¬ 
dena  o  de  deliberación  condicional. 

CON  RELACIÓN  A  LA  MATERIA 

Artículo  O9— Las  disposiciones  de  este  Có¬ 
digo  son  inapelables  a  las  infracciones  pe¬ 


nales  por  leyes  especiales,  excepto  en  lo 
que  no  esté  previsto  por  dichas  leyes. 

ESTIMACIÓN  DEL  TIEMPO 

Artículo  10.— Para  la  aplicación  de  las 
reglas  que  determina  la  duración  de  las  pe¬ 
nas,  para  el  cómputo  del  lapso  de  la  pres¬ 
cripción  y  para  los  demás  efectos  del  pre¬ 
sente  Código  en  que  haya  de  hacerse 
estimación  del  tiempo,  se  observarán  las 
siguientes  disposiciones:  — 

l9 — El  día  constará  de  veinticuatro  horas, 
el  mes  de  treinta  días  y  el  año  de  doce  me¬ 
ses. 

29 — Al  fijar  la  extencion  de  una  pena  se 
prescindirá  de  cualquier  fracción  de  horas 
que  resulte  del  cálculo  correspondiente. 


CAPÍTULO  II 

DE  LA  EXTRADICION 


REGLAS  SOBRE  EXTRADICION 


Artículo  11.— El  otorgamiento  de  la  ex¬ 
tradición  de  delincuentes  asilados  en  Gua¬ 
temala  se  regirá  por  las  reglas  que  los  tra¬ 
tados  públicos  establezcan,  y  a  falta  de  ta¬ 
les  tratados  o  en  lo  que  ellos  no  determinen, 
se  estará,  a  las  prescripciones  de  este  Código. 

CASOS  EN  QUE  lío  PROCEDE  LA  EXTRADICIÓN 

Artículo  12. — No  se  concederá  extradición 
en  ninguno  de  los  casos  siguientes: 

l9— Cuando  el  reo  fuere  ciudadano  gua¬ 
temalteco. 

29— Cuando  el  reo  hubiero  sido  ya  juzga¬ 
do  y  sentenciado  en  la  República  por  el  he¬ 
cho  de  que  se  trate. 
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39 — Cuando  conforme  a  las  leyes  de  Gua¬ 
temala  o  conforme  a  las  del  Estado  recla¬ 
mante  hubiere  prescrito  la  acción  penal  o 
la  pena. 

4° — Cuando  el  hecho  imputado  no  tuviere 
la  calidad  de  delito,  según  el  derecho  gua¬ 
temalteco,  o  cuando  teniéndola  la  pena  que 
corresponda  al  hecho  no  consistiere  en  pre¬ 
sidio  o  prisión. 

ó9— Cuando  el  delito  no  hubiere  sido  co¬ 
metido  en  el  territorio  del  Estado  reclaman¬ 
te,  salvo  que  ocurra  alguno  de  los  previstos 
en  los  incisos  59  y  69  del  articulo  l9  y  que 
las  leyes  de  dicho  Estado  preceptúen  para 
la  especie  la  jurisdicción  extra-territorial. 

69 — Cuando  el  delito  fuere  político  o  cuan¬ 
do,  aunque  común  fuere  conexo  con  el  polí¬ 
tico,  si  no  consiste  en  homicidio  u  otro 
atentado  personal  contra  el  Jefe  del  Estado 
o  los  demás  miembros  de  los  Poderes  Pú¬ 
blicos. 

79— Cuando  la  acción  en  virtud  de  la  cual 
se  pretenda  extraer  al  reo,  fuere  castigada 
con  la  pena  de  muerte  en  el  Estado  recla¬ 
mante,  salvo  compromiso  de  éste  de  aplicar 
una  inferior. 

RETENCION  DEL  REO  POR  DELITO  COMETIDO 
EN  EL  PAÍS 

Artículo  13.— Si  el  individuo  de  cuya  ex¬ 
tradición  se  trata  estuviere  procesado  en 
Guatemala,  no  será  entregado  sino  después 
de  haber  sido  absuelto  por  sentencia  firme  y 
en  caso  de  condenatoria,  después  de  extin¬ 
guido  la  pena  impuesta. 


PRISION  PREVENTIVA  DEL  INDIVIDUO 

SOMETIDO  A  EXTRADICION 

Artículo  14.— En  virtud  de  la  demanda  o 
de  la  oferta  de  extradición  y  de  los  docu¬ 
mentos  en  que  se  funde,  podrá  el  reo  ser 
detenido  preventivamente  hasta  por  el  tér¬ 
mino  de  dos  meses. 

OFERTA  DE  EXTRADICIÓN 

Artículo  15.— La  autoridad  guatemalteca 
podrá  ofrecer  siempre  la  entrega  del  reo  al 
Estado  que,  conforme  a  este  Código  o  los 
tratados,  pueda  reclamarla,  si  el  caso  no  s^ 
hallare  comprendido  en  alguna  de  las  prohi¬ 
biciones  del  Artículo  12. 

OBLIGACION  DE  OBSERVARLA 

Artículo  16— No  habiendo  tratado  sobre 
la  materia,  es  facultativo  para  la  autoridad 
guatemalteca  el  otorgamiento  de  la  extradi¬ 
ción. 

FACULTAD  DE  DECRETARLA 

Artículo  17.— La  facultad  de  decretar  u 
ofrecer  la  extradición  corresponde  al  Poder 
Ejecutivo,  con  observancia  de  los  trámites 
que  para  esta  materia  se  establezcan. 

SOLICITUD  DE  EXTRADICIÓN  POR  PARTE  DE 
GUATEMALA 

Artículo  18.— El  Gobierno  de  Guatemala 
observará  en  sus  solicitudes  de  extradición, 
las  disposiciones  de  los  tratados  respectivos 
y,  en  caso  de  pedimento  no  fundado  en  con¬ 
vención  internacional,  respetará  las  restric¬ 
ciones  establecidas  en  este  Código  sobtre  la 
posibilidad  de  la  extradición. 
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TITULO  II. 

DE  LA  DELINCUENCIA  Y  SUS  CIRCUNS¬ 
TANCIAS 


CAPITULO  PRIMERO 
DE  LOS  HECHOS  PUNIBLES 


IMPUTA  BILXDAD 

Artículo  19.— Es  imputable  judicialmente 
toda  acción  u  omisión  voluntaria  penada  pol¬ 
la  ley. 

PRESUNCION  DE  DOLO 

Artículo  20.  —  El  dolo  o  sea  la  intención  de 
de  delinquir,  se  presume  en  todas  las  accio¬ 
nes  u  omisiones  punibles,  mientras  no  se 
pruebe  lo  contrario. 

IGNORANCIA  O  ERROR  DE  DERECHO 

Artículo  21.— Contra  la  imputación  de  un 
hecho  punible  carece  de  valor  jurídico  la 
alegación  de  ignorancia  de  la  ley  o  de  error 
acerca  de  sus  disposiciones;  pero  si  se  tratare 
de  delitos  o  faltas  de  mera  creación  legal, 
como  los  de  contrabando,  o  de  contravención 
a  las  leyes  de  carácter  preventivo,  los  tribu¬ 
nales  podrán  apreciar  la  ignorancia  o  el 
error  con  efecto  atenuante  y  aun  con  el  va¬ 
lor  de  exención  de  responsabilidad,  según 
las  circunstancias  evidentes  de  la  especie, 
que  apreciarán  conforme  a  su  criterio. 

•  CITASI-DELITO 

Artículo  22. —  Las  acciones  u  omisiones 
imputables,  constituyen  euasi-delitos,  cuan¬ 
do  el  que  las  comete  no  obra  en  virtud  de 
dolo,  sino  en  estado  de  culpa. 

CLASIFICACION  DE  LOS  HECHOS  PUNIBLES 

Artículo  23. — Las  infracciones  de  la  ley 
penal  se  dividen,  según  su  gravedad,  en 
delitos  y  faltas. 


Es  delito  la  infracción  que  la  ley  castiga 
con  una  de  las  penas  indicadas  en  el  artícu¬ 
lo  83. 

Es  falta  la  infracción  a  que  corresponde 
una  de  las  puniciones  del  artículo  84. 

DELITO  CONTINUO 
A 
6 

Artículo  24.— El  hecho  punible  se  califica¬ 
rá  de  continuo,  siempre  que  la  acción  o  la 
omisión  que  lo  constituye  se  prolongue  sin 
interrupción  por  más  o  menos  tiempo. 

DELITO  FRUSTRADO 

/ 

Artículo  25.— Hay  delito  frustrado  cuan¬ 
do  la  acción  o  la  omisión  son  completas  en 
cuanto  al  sujeto,  pero  no  objetivamente,  o 
sea,  cuado  a  pesar  de  haberse  ejecutado  to¬ 
dos  los  actos  que  en  las  condiciones  ordina¬ 
rias  habrían  del  producir  la  consumación  de 
daño,  éste  no  se  efectúa  por  causas  o  acci¬ 
dentes  agenos  a  la  voluntad  del  agente. 

DELITO  IMPOSIBLE 

Artículo  26. — Se  calificará  de  frustrado 
para  los  efectos  penales,  el  delito  de  impo¬ 
sible  realización,  bien  por  inexistencia  de 
su  objeto,  bien  por  ineficacia  o  impropiedad 
absoluta  de  los  medios  empleados,  cuando 
apareciere  evidente  que  el  sujeto  obró  per¬ 
suadido  de  la  existencia  de  dicho  objeto  o 
de  la  eficacia  e  idoneidad  de  los  medios  em¬ 
pleados. 

TENTATIVA 

Artículo  27. — Hay  tentativa  siempre  que 
la  acción  o  la  omisión  son  incompletas  sub¬ 
jetiva  y  objetivamente,  o  sea,  siempre  que 
la  resolución  de  cometer  un  delito  se  mani¬ 
fiesta  por  actos  exteriores  que  tengan  rela¬ 
ción  directa  con  el  mismo,  sin  que  se  ejecuten 
todos  los  necesarios  para  su  consumación. 
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TENTATIVA  DE  DUDOSA  CLASIFICACIÓN 

">  ' 

Artículo  28. — Si  en  el  caso  de  tentativa, 
no  resultare  de  modo  indudable  el  delito 
que  se  proponía  ejecutar  el  culpable,  a  cau¬ 
sa  de  la  indeterminación  de  los  hechos  o  cir¬ 
cunstancias,  se  presumirá  que  sus  actos  se 
dirigían  a  cometer  el  deiMTiayor  gravedad 
entre  aquellos  a  quq  racionalmente  quepa 
juzgar  que  podían  ser  encaminados;  pero 
tratándose  de  un  reincidente,  se  estimará 
que  su  intento  iba  dirigido  a  la  consumación 
de  un  atentado  de  igual  especie  al  de  la  an¬ 
terior  condena. 

RESPONSABILIDAD  PENAL 

Artículo  29. — Además  del  delito  consu¬ 
mado,  son  punibles  el  delito  frustrado  y  la 
tentativa. 

DELITO  FRUSTRADO  Y  TENTATIVA  DE 
LOS  REINCIDENTES 

Artículo  30. — En  caso  de  primera  reinci¬ 
dencia  en  delito  de  la  misma  especie,  la 
tentativa  se  castigará  como  delito  frustrado 
y  este  como  delito  consumado;  pero  si  se 
tratare  de  la  segunda  o  demás  reinciden¬ 
cias,  aunque  no  sean  específicas,  la  tentati¬ 
va,  así  como  el  delito  frustrado,  se  estima¬ 
rán  como  si  fueran  delitos  consumados. 

PROPOSICIÓN  Y  CONSPIRACIÓN 

Artículo  31. — Existe  conspiración  siempre 
que  dos  o  más  personas  se  conciertan  para 
la  ejecución  de  un  delito.  Hay  tan  solo 
proposición  si  el  que  ha  resuelto  cometerlo 
expone  a  otro  u  otros  su  propósito,  con  el 
fin  de  obtener  su  colaboración  o  ayuda. 

IRRESPONSABILIDAD  EN  CASO  DE  DESISTIMIENTO 

Artículo  32.— No  es  punible  la  acción  que 
quedare  en  estado  de  tentativa  por  volunta¬ 


rio  desistimiento  de  su  autor,  sin  perjuicio 
de  la  responsabilidad  que  corresponda  a  los 
actos  ejecutados,  duando  estos  sean  por  sí 
mismos  imputados  separadamente. 

En  caso  de  duda,  la  ley  presume  volunta¬ 
rio  el  desistimiento,  a  menos  que  se  trate 
de  un  reincidente,  caso  en  el  cual  regirá  la 
presunción  contraria. 

IRRESPONSABILIDAD  EN  LA  TENTATIVA  Y 
'  FRUSTRACION  DE  LA  FALTA 

Artículo  33.— No  son  punibles  la  frustra¬ 
ción,  ni  la  tentativa  de  falta. 

CU  ASI-DELITOS 

Artículo  34.— No  atribuyen  responsabili¬ 
dad  penal  los  cuasi  -delitos,  fuera  de  lós 
casos  especialmente  señalados  por  este  Có¬ 
digo. 

IRRESPONSABILIDAD  POR  PROPOSICION  O 
CONSPIRACION 

Artículo  35.— Fuera  de  las  excepciones 
que  la  ley  establece,  no  se  estimará  como 
tentativa,  ni  por  consiguiente  serán  puni¬ 
bles  en  ningún  concepto,  la  proposición  ni 
la  conspiración  para  delinquir. 

DELITO  COMPLEJO 

Artículo  36. — Cuando  un  solo  hecho  pro¬ 
duzca  dos  o  más  infracciones  de  la  ley  penal, 
bien  porque  estas  se  hallen  enlazadas  en  la 
relación  necesaria  de  medio  a  fin,  bien  por¬ 
que  no  existiendo  tal  relación,  sean  sinem¬ 
bargo  inseparables,  a  causa  de  la  unidad 
del  dolo  y  de  la  unidad  de  la  acción  de  que 
provienen,  no  habrá  más  que  un  delito  im¬ 
putable,  que  se  denominará  complejo. 
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CAPÍTULO  II. 

DE  LAS  CIRCUNSTANCIAS  DEL  DELITO 
CIRCUNSTANCIAS  ATENUANTES 


Artículo  37. — Deben  apreciarse  como  cir¬ 
cunstancias  atenuantes  los  caracteres  de  la 
acción  que  revelen  imperfección  en  el  dolo 
por  debilidad  mental,  ofuscación,  coacción, 

arrebato,  violencia  pasional . u  otro 

motivo,  o  que  indiquen  falta  de  perversidad 
del  sentido  moral,  en  razón  de  los  antece¬ 
dentes,  de  los  móviles  o  de  la  actitud  del 
agente  con  posterioridad  al  hecho  perpe¬ 
trado. 

CIRCUNSTANCIAS  AGRAVANTES  « 

Artículo  38.—  Se  estimarán  como  circuns¬ 
tancias  agravantes,  la  violación  de  especiales 
deberes,  los  caracteres  de  la  acción  punible 
y  los  datos  relativos  a  los  antecedentes  e  ín¬ 
dole  del  delincuente,  que  indiquen  acMtua- 
da  malicia,  temperamento  anormal,  perver¬ 
sidad  notable,  falta  de  sensibilidad  moral, 
hábito  de  delinquir  o  propensión  a  contraerlo. 

APRECIACION  DE  CIRCUNSTANCIAS 

Articulo  39. —  Los  Jueces  y  tribunales 
apreciarán  y  fijarán  libremente  las  circuns¬ 
tancias  atenuantes  y  agravantes  que  del 
proceso  resultaren,  estableciendo  concreta¬ 
mente  sus  fundamentos  y  determinando  su 
importancia  relativa,  con  las  siguientes  res¬ 
tricciones: 

l9— Al  joven  mayor  de  diez  años,  pero 
menor  de  diez  y  seis,  y  al  sordomudo  que 
no  supieren  leer  ni  escribir,  de  más  de  ca¬ 
torce  años  de  edad,  que  fueren  declarados 
responsables,  se  les  aplicará  una  punición 
discrecional  entre  las  establecidas  por  este 
Código,  pero  que  debe  ser  siempre  inferior 
en  tres  grados  por  lo  menos,  al  mínimun  de 


la  ordinaria,  si  tal  descenso  cupiere  en  la 
escala  respectiva. 

29— Al  delincuente  mayor  de  diez  y  seis 
años  y  menor  de  diez  y  ocho,  se  le  infringi¬ 
rá  una  pena  atenuada  en  uno,  dos  o  tres 
grados  en  relación  con  el  dicho  mínimum. 

39 — Igual  atenuación  en  uno,  dos  o  tres 
grados  se  hará  cuando  el  hecho  inculpado 
no  fuere  del  todo  excusable  por  falta  de 
alguno  de  los  requisitos  que  integren  las 
causales  de  irresponsabilidad  definidas  en 
los  incisos  11,  12,  13,  14  y  demás  del  artícu¬ 
lo  53,  que  fueren  complejas  por  su  natura¬ 
leza. 

49 — La  confesión  sincera  o  franca  no  se 
estimará  como  circunstancia  atenuante, 
cuando  además  de  ser  el  reo  reincidente, 
hubiere  otras  pruebas  para  su  condenatoria. 

59 — El  estado  de  embriaguez  podrá  cons¬ 
tituir  una  circunstancia  atenuante,  solo  a 
condición  de  que  se  haya  contraído  involun¬ 
tariamente,  y  valdrá  siempre  como  una  cir¬ 
cunstancia  agravante  cuando  se  compruebe 
que  el  reo  tiene  el  vicio  de  la  ebriedad  o  que 
se  embriagó  el  mismo  día  de  la  comisión  del 
delito,  teniendo  ya  el  propósito  de  delinquir 
o  enemistad  con  el  ofendido. 

6° — La  vagancia  se  computará  como  una 
agravante,  cuando  el  sujeto  careciere  de 
bienes  para  atender  a  sus  necesidades. 

79 — La  reincidencia  no  se  estimará  como 
circunstancia  agravante  cuando  hayan  tras¬ 
currido  mas  de  diez  años  desde  la  la  fecha 
de  la  perpetración  del  hecho  primero,  si 
éste  hubiere  sido  un  delito,  o  tres  años,  si 
hubiere  sido  uno  falta. 

REINCIDENCIA 

Artículo  40. — Habrá  reincidencia  siempre 
que  el  condenado  en  sentencia  firme  por 
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cualquier  tribunal  del  país,  perpetrare  un 
nuevo  hecho  punible  aunque  hubiere  media¬ 
do  indulto. 

NATURALEZA  DE  HECHOS  QUE  DETERMINAN 
REINCIDENCIA 

Artículo  41. — Para  constituir  reincidencia 
en  materia  de  delitos,  no  se  computan  las 
anteriores  condenas  por  faltas;  pero  para 
costituirla  en  estas,  sí  se  computan  las  pre¬ 
cedentes  condenas  por  delitos. 

« 

REGISTRO  JUDICIAL 

Artículo  42.— Con  el  objeto  de  establecer 
los  datos  relativos  a  la  reincidencia  y  para 
los  demás  fines  de  la  legislación  y  adminis¬ 
tración  penales,  el  Poder  Ejecutivo  organi¬ 
zará  y  reglamentará  un  Registro  Judicial 
con  arreglo  a  las  bases  siguientes: 

l9— El  Registro  se  dividirá  en  tantas  sec¬ 
ciones  como  Departamentos  territoriales,  y 
habrá  un  índice  destinado  a  servir  de  guía 
para  su  examen. 

29— En  el  Registro  de  cada  sección  se  to¬ 
mará  nota  de  las  sentencias  condenatorias 
relativas  a  delitos  o  faltas  perpetradas  en 
su  jurisdicción,  así  como  de  las  resoluciones 
que  se  dicten  en  conformidad  con  el  artículo 
65,  por  medio  de  asientos  sucesivos  y  nume¬ 
rados  que  expresarán: 

a. )— El  nombre,  apellidos  paterno  y  ma¬ 

terno,  lugar  del  nacimiento,  edad,  estado, 
profesión  u  oficio  del  reo  y  demás  datos  de 
identidad.  * 

b. )—  Naturaleza  del  delito  según  la  clasi¬ 
ficación  legal,  fecha  y  lugar  de  su  perpetra¬ 
ción,  circunstancias  atenuantes  o  agravan¬ 
tes  que  el  fallo  declare  y  nombre  y  calidades 
del  ofendido. 


c. )—  Las  anomalías  orgánicas  y  antece¬ 
dentes  hereditarios  relativos  al  delito,  si 
tales  datos  aparecieren  del  proceso. 

d. )—  Naturaleza  y  cuantía  o  duración  de 
la  condena  impuesta,  debiendo  anotarse  en 
su  caso,  su  calidad  de  condicional. 

e. )— Juez  o  tribunal  que  hubiere  pronun¬ 
ciado  la  sentencia. 

39 — En  el  primer  asiento  relativo  a  un 
delincuente  se  irán  anotando  marginalmen¬ 
te  con  cita  de  sección,  tomo  número  y  folio, 
los  asientos  posteriores  que  al  mismo  se 
refieran. 

OBLIGACION  DE  LOS  TRIBUNALES  EN  CUANTO  AL 
REGISTRO  JUDICIAL 

Artículo  43. — Para  los  efectos  del  artículo 
anterior  el  tribunal  que  hubiere  de  ordenar 
el  cumplimiento  de  la  sentencia  ejecutoria, 
háy^se  o  no  suspendido  la  condena,  comuni- 
cará'  al  Registro  Judicial,  mediante  certifi¬ 
cación  formal,  un  resumen  del  caso  juzgado, 
que  ha  de  comprender  todos  los  datos  que 
acaban  de  indicarse. 

COMPROBACION  DE  LA  REINCIDENCIA 

Agtículo  44. — Los  antecedentes  relativos 
a  la  reincidencia  se  comprueban  por  certifi¬ 
cación  del  'Registro  Judicial,  y  si  en  él  no 
no  constaren  por  referirse  a  delincuencia 
anterior  al  establecimiento  de  dicho  Regis¬ 
tro,  se  justificarán  mediante  informe  de  los 
tribunales. 

NECESIDAD  DE  LA  INVESTIGACIÓN  DE 
REINCIDENCIA 

Artículo  45.— La  investigación  de  la  cali¬ 
dad  de  reincidente  o  de  delincuente  prima¬ 
rio,  es  indispensable  para  pronunciar  el 
fallo  de  cualquier  proceso. 

(i Continuará .) 
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CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


RESOLUCIONES 


CIVIL 

Para  que  haya  lugar  a  la  indemnización  de  danos 
y  perjuicios  provenientes  de  un  delito,  es  indis¬ 
pensable  establecer  que  se  originan  directa  y 
necesariamente  de  aquel. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guate¬ 
mala,  veintidós  de  abril  de  mil  nove¬ 
cientos  veintidós. 

Vista  por  recurso  de  casación,  con 
sus  respectivos  antecedentes,  la  sen¬ 
tencia  que  dictó  la  Sala  13  de  la  Corte 
de  Apelación^,  el  veinticuatro  de  Oc¬ 
tubre  del  año  próximo  pasado,  en  la 
que  confirma  en  parte  la  que  dictó  el 
Juez  1?  de  1A  Instancia  Departamen¬ 
tal,  en  el  juicio  seguido  por  el  General 
Juan  B.  Padilla,  contra  el  Licenciado 
Manuel  Estrada  Cabrera,  por  indem¬ 
nización  de  daños  y  perjuicios. 

Resultando :  que  el  dos  de  no¬ 
viembre  de  mil  novecientos  veinte,  el 
General  Padilla  se  presentó  al  Juzga¬ 
do  1?  de  13  Instancia  de  este  Depar¬ 
tamento,  manifestando:  que  del  año 
de  1905  a  1906,  lo  tuvo  preso  don 
Manuel  Estrada  Cabrera,  un  año,  en 
la  Penitenciaría  Central.  Que  en  1919 
lo  detuvo  un  mes  y  durante  los  tres 
primeros  meses  de  1920,  lo  detuvo  en 
la  Comandancia  de  Armas.  Todas 
esas  prisiones  obedecieron  a  simple 
deseo  del  señor  Estrada  Cabrera,  de 
causarle  daño.  Que  durante  los  cua¬ 
trocientos  ochenticinco  días  que  sufrió 
los  dolores  de  la  prisión,  hizo  gastos, 


perdió  su  salud,  abandonó  sus  bienes, 
se  destruyeron  sus  plantaciones  de 
café  (35,000  árboles)  y  treinta  manza¬ 
nas  de  caña,  porque  perseguido  por 
Estrada  Cabrera,  todos  le  huían;  lo 
abandonó  su  clientela  y  dejó  de  traba¬ 
jar  en  su  profesión  de  Ingeniero.  To¬ 
do  esto  lo  estima  en  $174, 000  pesos  oro, 
que  descompone  así:  I.— Por  prisio¬ 
nes  arbitrarias  en  los  años  1905,  1906, 
1919,  1920,  $25,000.  II.— Honorarios 
profesionales  y  gastos  consiguientes, 
durante  las  prisiones,  $9,700.  III. — 
Pérdidas  y  perjuicios  profesionales  y 
personales,  causados  por  continuas 
persecuciones  durante  el  tiempo  com¬ 
prendido  entre  1905  y  1920,  $  54,700. 

IV.  — Pérdida  completa  de  una  planta¬ 
ción  de  café  de  35,000  árboles  y  una 
de  caña  de  treinta  y  cinco  manzanas, 
en  la  finca  Villa  Canales,  Cuilapa, 
por  continua  persecución,  $30,000. 

V. — Perjuicios  causados  en  la  misma 
finca  por  abandono  forzado,  a  conse¬ 
cuencia  de  continuas  persecuciones, 
$5,000.  Suma:  $174,450.  Que  en  tal 
virtud,  demandaba  del  Licenciado  Es¬ 
trada  Cabrera,  el  pago  de  la  expresa¬ 
da  cantidad,  más  las  costas  del  juicio. 

Resultando:  que  corrido  traslado 
en  la  vía  ordinaria,  el  demandado  ne¬ 
gó  en  todos  sus  conceptos  y  alcances 
la  acción  y  los  derechos  que  el  Gene¬ 
ral  Padilla  invoca  en  su  demanda,  ne¬ 
gativa  a  la  que  agregó  las  excepciones 
de  oscuridad  y  de  error  en  cuanto  al 
tiempo  y  condiciones  legalmente  ne¬ 
cesarias  para  ejercitar  la  acción  civil 
nacida  de  hechos  ilícitos.  En  memo¬ 
rial  por  separado  agregó:  que  denun¬ 
ciando  el  demandante  ante  la  autori¬ 
dad  competente,  como  lo  hace,  hechos 
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delictuosos  que  afirma  fueron  cometi¬ 
dos  por  él,  nada  menos  que  el  de  pri¬ 
sión  árbitraria  por  más  de  cuatrocien¬ 
tos  días;  y  tratando  a  la  vez  de  recla¬ 
mar  daños  y  perjuicios  nacidos  de  esos 
hechos,  debe  precisar  si  entabla  con¬ 
juntamente  las  dos  acciones,  la  civil  y 
la  penal,  o  si  se  contrae  a  una  sola  de 
ellas. 

Resultando:  que  se  declaró  sin  lu¬ 
gar  la  excepción  de  oscuridad,  se  tuvo 
por  contestada  negativamente  la  de¬ 
manda  y  se  recibió  el  juicio  a  prueba 
por  cuarenta  días. 

Resultando:  que  durante  dicho  tér¬ 
mino  y  el  de  la  prórroga  que  a  solici¬ 
tud  del  actor  también  se  concedió,  se 
propusieron  y  se  recibieron  las  prue¬ 
bas  siguientes: 


pertos  para  justipreciar  la  indemni¬ 
zación  por  cuatrocientos  ochenticinco 
días  de  prisión  que  sufrió  el  deman¬ 
dante,  de  orden  arbitraria  de  Estrada 
Cabrera  cuando  éste  era  Presidente  de 
la  República.  Para  este  efecto  propu¬ 
so  a  don  Rafael  Rivera.  23 — La  de 
expertos  para  valorar  sus  gastos  du¬ 
rante  su  detención  y  los  honorarios 
que  dejó  de  ganar  como  Ingeniero. 
Propuso  por  su  parte  al  Ingeniero 
Claudio  Urrutia.  33 — La  de  expertos 
para  valorar  las  pérdidas  sufridas  en 
su  finca  «Santa  Teresa».  Propuso  a 
don  Mateo  Vives  y  por  impedimento 
de  este  fué  designado  don  Enrique 
Durán.  43 — La  de  expertos  para  jus¬ 
tipreciar  el  acortamiento  de  su  vida  a 
consecuencia  de  las  enfermedades  que 
le  ocasionaron  las  prisiones  y  persecu- 
siones.  Propuso  y  fué  nombrado  el 


Doctor  Ricardo  Alvarez.  53 — La  de 
testigos  para  comprobar  la  destruc¬ 
ción  de  las  plantaciones  de  su  finca 
Villa  Canales.  Propuso  a  los  señores 
Luis  Corado,  Cesáreo  de  la  Vega  y 
Antonio  Tejeda.  63— La  de  testigos 
para  comprobar  que  Estrada  Cabrera 
lo  persiguió  y  vigiló  tenazmente  por 
medio  de  sus  secuaces,  desde  mil  nove¬ 
cientos  cinco  hasta  mil  novecientos 
veinte.  Propuso  a  los  Generales  José 
María  Letona,  Mariano  Sánchez  y 
Flavio  Ovalle.  Los  testigos  propues¬ 
tos  en  el  punto  53,  examinados  por 
medio  de  exhorto  al  Juez  de  13  Ins¬ 
tancia  de  Santa  Rosa,  declararon 
afirmativamente  la  pregunta  del  inte¬ 
rrogatorio  que  les  comprende  y  que 

dice: _  23— Digan  si  es  verdad, 

porque  les  consta,  que  en  mi  finca 
Santa  Teresa  o  Villa  Canales  se  per¬ 
dieron  35,000  árboles  de  café  en  plena 
producción  y  treinta  manzanas  de  ca¬ 
ña  por  el  abandono  completo  en  que 
quedó  la  finca  con  mofivo  de  mis  pri¬ 
siones  y  persecuciones  de  que  era  ob¬ 
jeto  por  parte  de  Estrada  Cabrera. 

Los  testigos  Letona,  Sánchez  y  Ova¬ 
lle,  propuestos  en  el  punto  63,  contesta¬ 
ron  afirmativamente  al  interrogatorio 
que  les  corresponde,  cuya  23  pregunta 
dice:....  Digan  si  es  verdad  y  les 
consta  que  Estrada  Cabrera  me  per¬ 
siguió  y  vigiló  por  medio  de  sus  se¬ 
cuaces,  desde  mil  novecientos  cinco 
hasta  su  caída.  El  primero  agregó 
que  le  consta  por  haber  sido  empleado 
de  Estrada  Cabrera,  ya  como  Sub-Se- 
cretario  de  la  Guerra,  ya  como  Secre¬ 
tario  particular.  El  segundo,  por  ser 
compañero  de  armas  del  General  Pa¬ 
dilla  y  por  haber  sido  público;  y  el 
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tercero  simplemente  por  ser  compa¬ 
ñero  de  armas. 

Resultando:  que  también  propuso 
el  actor  y  fueron  aceptadas  como  prue¬ 
ba,  las  posiciones  absueltas  por  Es¬ 
trada  Cabrera,  en  la  Segunda  Sección 
de  Policía,  el  veinticinco  de  Agosto  de 
mil  novecientos  veinte,  en  las  cuales 
confesó  los  hechos  siguientes:  19  Que 
el  Ingeniero  Padilla  le  midió  doscien¬ 
tas  cincuenta  caballerías  de  su  finca 
San  Joaquín,  Departamento  de  Izabal. 
29  Que  le  midió  cincuenta  caballerías 
de  su  finca  Brooklin.  39  Que  le  midió 
las  minas  Placeres  San  Joaquín.  49 
Que  para  los  gastos  de  las  medidas 
sólo  ordenó  que  le  entregaran  $  14,000 
billetes  y  el  resto  lo  suplió  el  articu¬ 
lante.  59  Que  de  orden  suya  estuvo 
preso  un  año  de  1905  a  1906  en  la 
Penitenciaría  Central.  69  que  por  or¬ 
den  de  la  Sub-Secretaría  de  la  Guerra 
consultada  al  respondente,  estuvo  pre¬ 
so  en  la  Comandancia  de  Armas,  de 
Enero  a  Abril  de  1920.  79  Que  crée 
que  sí  le  pagó  los  gastos  referidos, 
pero  que  si  le  presenta  las  .cuentas 
moderadas  no  tendrá  inconveniente 
en  cubrirlas;  y  89  Que  no  sabe  cuánto 
le  debe  porque  no  ha  podido  calcular 
esos  trabajos  y  gastos. 

Resultando:  que  en  rebeldía  del  de¬ 
mandado  y  de  oficio,  fueron  nombrados 
expertos  por  su  parte,  los  señores  Ra¬ 
quel  Fortún,  Ingeniero  Víctor  Pérez, 
Licenciado  Juan  F.  Arrivillaga  y  Doc¬ 
tor  Antonio  Macal,  para  que  dicta¬ 
minaran,  respectivamente,  sobre  los 
puntos  uno,  dos,  tres  y  cuatro  del 
memorial  a  que  se  ha  hecho  refe¬ 
rencia. 


Resultando:  que  de  los  expertos 
nombrados  por  parte  del  actor,  a  don 
Rafael  Rivera,  se  le  discernió  el  cargo 
el  siete  de  Marzo  y  dictaminó  el  nueve 
del  mismo;  a  don  Raquel  Fortún  se  le 
discernió  el  29  de  Marzo  y  dictaminó 
el  30  del  mismo,  ambos  actos  fuera 
del  término  de  prueba;  don  Claudio 
Urrutia  dictaminó  el  mismo  día  del 
discernimiento  del  cargo,  doce  de  Ma¬ 
yo,  y  a  don  Víctor  Pérez  se  le  discernió 
el  30  de  Marzo,  fuera  del  término;  a 
don  Enrique  Durán  se  le  discernió  el 
cargo  el  dos  de  Abril,  fuera  del  térmi¬ 
no;,  a  don  Francisco  Arrivillaga  se  le 
discernió  el  21  de  Abril  y  dictaminó  el 
veintidós;  y  por  último  a  don  Ricardo 
Alvarez  se  le  discernió  el  cargo  y  dic¬ 
taminó  en  el  mismo  acto,  el  22  de 
Marzo,  sin  que  se  le  hubiera  designado 
experto  por  parte  de  Estrada  Cabrera 
en  sustitución  del  Doctor  Macal  que 
no  aceptó. 

Resultando:  que  los  expertos  cum¬ 
plieron  separadamente  sus  cargos  en 
la  forma  siguiente:  Para  el  primer 
punto:  don  Rafael  Rivera,  en  forma 
de  declaración  dijo:  que  estima  los 
daños  causados  al  General  Padilla,  du¬ 
rante  los  485  días  que  le  consta  que 
estuvo  preso  de  orden  de  Estrada  Ca¬ 
brera,  en  25,000  dollars  como  indem¬ 
nización  de  su  prisión,  y  don  Raquel 
Fortún,  nombrado  por  parte  del  de¬ 
mandado,  en  escrito  por  separado  dijo: 
que  calculando  en  veinte  pesos  oro 
americano  su  entrada  de  dinero  diaria 
en  virtud  del  libre  ejercicio  de  sus 
facultades  y  en  veinte  dollars  lo  que 
diariamente  perdió  de  lo  que  ya  tenía, 
resulta  que  cada  día  de  prisión  repre¬ 
senta  la  suma  de  cuarenta  dollars; 


234 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


lo  que  da  el  total  de  diez  y  nueve  mil 
ochocientos  dollares  de  indemnización 
que  ha  de  pagarse  al  General  Padilla 
por  los  cuatrocientos  ochenta  y  cinco 
días  que  estuvo  preso.  Para  el  se¬ 
gundo  punto:  don  Claudio  Urrutia  en 
declaración  prestada  en  el  acto  de 
discernirle  el  cargo  dijo:  que  por  la 
práctica  de  su  profesión  valúa  cada 
día  de  trabajo  a  razón  de  veinte  pesos 
oro  americano,  en  trabajo  constante, 
pudiéndose  valuar  a  razón  de  diez 
pesos  oro  americano  diarios,  todo  el 
tiempo  en  que  no  ejerciendo  el  trabajo 
libremente  se  ocupa  en  otros  queha¬ 
ceres  propios  o  agenos  a  la  profesión; 
aclarando  los  conceptos  anteriores 
agregó  que  todo  el  tiempo  que  duró 
la  prisión  de  Padilla  la  considera  como 
una  pérdida  de  veinte  pesos  oro  ame¬ 
ricano  diarios,  y  el  tiempo  que  duró  su 
persecución  en  diez  pesos  t>ro  ameri¬ 
cano  diarios.  El  Ingeniero  Víctor  Pé¬ 
rez  nombrado  por  parte  del  demanda¬ 
do,  dictaminó  por  separado;  que  aun¬ 
que  el  ejercicio  de  la  profesión  de 
Ingeniero,  por  su  misma  naturaleza 
no  se  puede  considerar  como  constan¬ 
te,  por  otra  parte  la  distinguida  clien¬ 
tela  que  se  había  formado  el  General 
Padilla,  sí  le  garantizaba  una  posición 
relativamente  holgada,  estima  que  sus 
pérdidas  pueden  conceptuarse  al  re¬ 
dedor  ,úe  unos  cuarenta  y  ocho  mil 
dólares.  Para  el  tercer  punto  don 
Enrique  Durán  apreció  en  treinta  mil 
dólares  las  pérdidas  en  las  fincas  Santa 
Teresa  del  General  Padilla  en  la  parte 
de  café  y  caña  y  en  cinco  mil  dólares 
la  parte  de  ganado,  potreros  y  cercos, 
todo  durante  el  tiempo  que  el  General 
Padilla  abandonó  sus  propiedades  por 
la  persecución  de  Estrada  Cabrera. 


El  Licenciado  Arrivijlaga,  nombrado 
por  parte  de  Estrada  Cabrera,  en  dic¬ 
tamen  por  separado,  estima  en  trein¬ 
ta  y  cinco  mil  dólares  las  pérdidas 
sufridas  en  la  finca  Santa  Teresa,  en 
los  ramos  de  café,  caña,  ganado,  des¬ 
trucción  de  cercos,  por  haber  sido  to¬ 
talmente  abandonada  la  finca  durante 
las  prisiones  y  ausencia  de  su  dueño. 
Y  para  el  cuarto  punto,  el  Doctor  Ri¬ 
cardo  Alvarez  dictaminó  en  forma  de 
declaración  en  el  acto  de  discernirle 
el  cargo,  que  entre  honorarios  que  le 
cobró  al  General  Padilla  y  los  dete¬ 
rioros  de  su  salud,  justiprecia  en  cin¬ 
cuenta  mil  dólares  los  daños  ocasio¬ 
nados  por  las  enfermedades  adquiri¬ 
das  en  la  prisión.  Como  ya  se  dijo, 
para  este  punto  no  se  nombró  experto 
por  parte  de  Estrada  Cabrera. 

Resultando :  que  vencido  el  término 
probatorio  y  la  próríoga,  se  unieron 
las  pruebas  a  los  autos  y  se  corrieron 
los  traslados  del  caso,  habiendo  ma¬ 
nifestado  el  actor  al  evacuar  el  suyo, 
que  acepta  los  dictámenes  emitidos 
por  los  expertos  nombrados  por  la 
parte  contraria  para  que  produzcan 
plena  prueba  y  no  haya  dificultad 
alguna  al  hacer  la  apreciación  final. 
El  demandado,  por  su  parte,  alegó  la 
improcedencia  de  la  acción  Civil  por 
no  haberse  ejercitado  antes  o  al  mis¬ 
mo  tiempo  la  acción  penal,  y  porque 
aquella  implica  la  existencia  de  un 
hecho  delictuoso  que  le  dió  origen,  en 
el  que  no  ha  sido  oído  ni  vencido  y 
por  consiguiente  no  puede  ser  conde¬ 
nado. 

Resultando:  que  el  Juez  de  1^  Ins¬ 
tancia  “para  mejor  fallar”  mandó  que 
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el  demandado  exhibiera  certificación 
auténtica  de  la  sentencia  que  haya 
declarado  que  la  prisión  y  persecución 
que  sufrió  el  General  Padilla  fueron 
arbitrarias.  El  actor  se  opuso  mani¬ 
festando:  que  no  podía  complacerlo 
porque,  él  no  había  acusado  al  señor 
Estrada  Cabrera  y  que  para  su  acción 
tampoco  hacía  falta.  Como  el  Juez 
insistió  en  su  pedimento,  el  actor  ape¬ 
ló  y  la  Sala  Primera,  considerando 
que  por  el  hecho  de  haberse  iniciado 
la  acción  civil  con  separación  de  la 
penal,  ésta  había  quedado  abandona¬ 
da,  y  que  por  lo  tanto  no  pudo  haber¬ 
se  dictado  sentencia  cuya  copia  pedía 
el  Juez,  revocó  su  resolución. 

Resultando:  que  el  Juez  dictó  sen¬ 
tencia  declarando:  que  el  Licenciado 
Manuel  Estrada  Cabrera,  es  respon¬ 
sable  de  los  daños  y  perjuicios  causa¬ 
dos  al  General  Juan  Bautista  Padilla 
con  motivo  de  la  prisión  y  persecucio¬ 
nes  de  que  fué  víctima  y  que,  como 
consecuencia,  debe  pagarle  la  suma 
de  ciento  dos  mil  ochocientos  pesos 
oro  americano  de  conformidad  con 
lo  dictaminado  por  los  expertos. 

Apelada  esta  sentencia  por  el  de¬ 
mandado,  se  elevaron  los  autos  a  la 
Sala  13  de  Apelaciones  y  en  este  Tri¬ 
bunal,  el  apelante  al  expresar  agra¬ 
vios  reiteró  sus  argumentaciones  de 
13  Instancia  para  establecer  la  impro¬ 
cedencia  de  la  acción  tanto  por  pre¬ 
matura  como  improbada;  y  alegó  por 
último  la  prescripción  de  ella. 

Así  mismo  presentó  el  actor  una 
certificación  firmada  el  diez  de  Sep¬ 
tiembre  del  año  próximo  pasado  por 
don  Víctor  Rueda,  como  Director  de 
la  Penitenciaría  Central,  en  la  que  ha¬ 


ce  constar  que  en  el  libro  respectivo 
aparece  que  el  General  Juan  B.  Padi¬ 
lla  guardó  prisión  en  bartolina,  de 
orden  del  ex-Presidente  Estrada  Ca¬ 
brera,  desde  el  catorce  de  Marzo  de 
mil  novecientos  cinco  al  nueve  de  Fe¬ 
brero  de  mil  novecientos  seis;  que  en 
esa  fecha  fué  puesto  en  libertad  de 
orden  del  mismo  ex-Presidente,  comu¬ 
nicada  por  uno  de  sus  ayudantes  y  no 
estuvo  a  disposición  de  ningún  Tribu¬ 
nal:  que  durante  aquel  tiempo  fué 
puesto  varias  veces  incomunicado  en 
bartolina  herméticamente  cerrada  y 
plenamente  obscura,  sumando  ciento 
sesenta  y  cuatro  días  en  esta  forma 
de  martirio,  privado  de  toda  comodi¬ 
dad  y  hasta  de  los  alimentos  que  le 
enviaba  su  familia:  permaneciendo  ti¬ 
rado  en  el  suelo  húmedo  e  inmundo, 
por  el  día  y  por 'la  noche. 

Resultando:  que  la  Sala  de  Apela¬ 
ciones  dictó  el  fallo  que  se  examina, 
confirmando  la  sentencia  apelada  en 
cuanto  se  refiere  al  primero  y  tercer 
punto  resolutivo,  es  decir,  en  cuanto 
resuelve  que  el  Licenciado  Estrada 
Cabrera,  es  responsable  de  los  daños 
y  perjuicios  causados  al  General  Padi¬ 
lla,  con  motivo  de  la  prisión  y  perse¬ 
cuciones  de  que  fué  objeto,  y  en  cuan¬ 
to  a  que  no  se  hace  especial  condena¬ 
ción  en  costas;  y  la  revocó  en  cuanto 
al  segundo  punto  que  comprende  la 
obligación  impuesta  al  demandado  de 
pagar  dentro  tercero  día  la  suma  de 
ciento  dos  mil  ochocientos  pesos  oro 
americano;  y  por  último,  dejó  a  salvo 
los  derechos  del  demandante  para  que 
en  el  juicio  correspondiente  sean  jus¬ 
tipreciados  los  daños  y  perjuicios  que 
sufrió. 
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Resultando:  que  de  esta  sentencia 
interpuso  recurso  de  casación  el  de¬ 
mandado,  por  estimar  violados  los  ar¬ 
tículos  649,  651  y  775  del  Código  de 
Prs.  Cls.,  232  Dto.  272;  2,  5,  11,  33, 
64  y  95  C.  Penal,  49  del  Dto.  Legisla¬ 
tivo  223  inciso  49,  Arts.  542  y  603  C. 
de  P.  Cls.,  y  señalando  día  para  la 
vista,  las  partes  alegaron  lo  que  esti¬ 
maron  procedente. 

Resultando:  que  el  Licenciado  Es¬ 
trada  Cabrera  presentó  a  este  Tribu- . 
nal,  después  de  la  vista  del  juicio,  una 
acta  levantada  por  el  Notario  Julio  E. 
López,  en  la  que,  a  solicitud  del  señor 
Estrada  Cabrera,  hace  constar  dicho 
Notario  que  tuvo  a  la  vista  los  docu¬ 
mentos  siguientes:  19  Una  certifica¬ 
ción  que  expidió  el  Secretario  de  la 
Penitenciaría  Central,  el  doce  de  ene¬ 
ro  del  año  corriente,  con  el  visto  bue¬ 
no  de  la  Dirección,  en  la  que  se  con¬ 
signó  que  durante  los  días  de  la  sema¬ 
na  trágica  del  mes  de  Abril  de  mil 
novecientos  veinte,  fueron  quemados 
por  las  fuerzas  que  tomaron  ese  Cuar¬ 
tel,  los  Registros  y  documentos  tanto 
del  ramo  civil  y  criminal  como  todos 
los  del  ramo  militar,  no  podiendo  en 
consecuencia  dar  certificación  del  tiem¬ 
po  anterior  al  citado  mes  de  Abril  de 
mil  novecientos  veinte.  Los  nuevos 
Registros  y  documentos  del  Estableci¬ 
miento,  dice,  principian  del  mes  ya 
referido  a  la  fecha.  29  Certificación 
expedida  por  la  Comandancia  de  Ar¬ 
mas  de  este  Departamento,  de  la  pro¬ 
videncia  recaída  en  la  solicitud  presen¬ 
tada  por  don  J.  León  Samoyoa,  para 
comprobar  la  prisión  que  sufrió  el  año 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
providencia  que  dice:  “Dígase  al  pre¬ 


sentado  que  no  habiendo  constancia 
de  dónde  poder  certificar  lo  que  se  so¬ 
licita,  por  haberse  destruido  el  archivo 
por  los  terremotos,  no  ha  lugar  a  lo 
que  pide,  (veintiocho  de  Octubre  de 
mil  novecientos  veinte)  y  por  último, 
copia  de  la  certificación  expedida  por 
el  Alcaide  de  la  Penitenciaría  Central, 
el  veintisiete  de  Octubre  de  mil  nove¬ 
cientos  veinte,  haciendo  constar:  que 
por  haber  sido  quemado  totalmente  el 
archivo  de  ese  Centro  Penal,  no  es  po¬ 
sible  establecer  ningún  dato  sobre 
prisiones  anteriores  al  mes  de  Abril 
de  dicho  año. 

19— Considerando:  que  tanto  porque 
los  testigos  propuestos  para  comprobar 
los  daños  y  perjuicios  sufridos  en  los 
bienes  del  actor  no  especificaron  con 
claridad  y  precisión  el  conocimiento 
que  hubieran  tenido  del  estado  y  de¬ 
más  condiciones  en  que  se  encontraban 
las  cosas,  ni  fijando  concretamente  la 
época  y  causa  inmediata  de  su  des¬ 
trucción,  como  porque  la  pérdida  y 
destrucción  de  las  plantaciones  a  que 
se  refiere  la  única  pregunta  que  con¬ 
tiene  el  interrogatorio,  no  pueden  es¬ 
timarse  legalmente  como  una  conse¬ 
cuencia  inmediata  y  directa  de  las 
prisiones  sufridas  por  el  demandante, 
quien,  por  otra  parte,  tampoco  esta¬ 
bleció  su  calidad  de  propietario  dd 
fundo  en  que  hubiesen  estado  dichas 
plantaciones,  no  debe  aceptarse  esta 
información,  única  prueba  rendida, 
como  suficiente  para  fundar  en  ella 
un  fallo  imponiendo  la  obligación  de 
indemnizar  los  expresados  daños  y 
perjuicios.  Artos.  147  Dto.  273;  618, 
775,  779,  780,  823,  824,  826  P.  Cls. 
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29 — Considerando:  que  en  las  mis¬ 
mas  condiciones  se  encuentran  los  tes¬ 
tigos  propuestos  para  justificar  la  per¬ 
secución  que  el  demandante  asegura 
haber  sufrido  por  mandato  de  Estrada 
Cabrera,  porque  los  testigos  ni  dieron 
razón  suficiente  de  su  dicho  ni  explica¬ 
ron  ni  precisaron  los  hechos  o  actos  en 
que  hacen  consistir  la  persecución,  ni 
manifesraron  claramente  cuales  fue¬ 
ron  los  efectos  materiales  de  ella, 
denunciándolos  de  una  manera  deter¬ 
minada  a  fin  de  que  pudieran  ser 
apreciadas  en  su  justo  valor. 

39 — Considerando:  que  tampoco  se 
presentó,  ni  siquiera  se  propuso  prue¬ 
ba  alguna  acerca  de  los  gastos  extra¬ 
ordinarios,  menoscabos  en  su  salud  y 
acortamiento  de  su  vida,  que  el  actor 
asegura  que  se  le  causaron  con  motivo 
de  las  prisiones  y  persecuciones  ilega¬ 
les  de  que  fué  víctima  por  orden  del 
ex-Presidente  Estrada  Cabrera. 

49 — Considerando:  que  de  todo  lo 
expuesto  anteriormente  se  deduce  que 
la  acción  de  daños  y  perjuicios  en  los 
bienes,  instaurada  por  el  demandante, 
no  fué  plenamente  comprobada;  y  al 
estimar  lo  contrario  la  Salá  sentencia¬ 
dora,  infringió  el  artículo  603  del  C.  de 
Prs.  Cls.,  por  cuyo  motivo  procede 
casar  y  anular  el  fallo  recurrido  y  dic¬ 
tar  el  que  en  derecho  correspcínde. 

59— Considerando:  que  con  la  confe¬ 
sión  judicial  del  demandado  prestada 
al  absolver  posiciones,  se  encuentra 
plenamente  comprobado  que,  por  or¬ 
den  suya  fué  encarcelado  el  General 
Juan  B.  Padilla,  un  año,  de  mil  nove¬ 
cientos  cinco  a  mil  novecientos  seis,  en 


la  Penitenciaría  Central.  Que  con  la 
misma  confesión  se  estableció,  que  con 
anuencia  del  demandado  estuvo  dete¬ 
nido  el  señor  Padilla  los  tres  primeros 
meses  de  mil  novecientos  veinte,  en 
la  Comandancia  de  Armas. 

Que  no  habiéndose  presentado  ni 
alegado  causa  alguna  que  justificare 
este  proeedimento,  debe  ser  estimado 
como  arbitrario  y  de  consiguiente  de¬ 
lictuoso  para  los  efectos  consiguientes 
a  la  acción  del  demandante.  Art.  633, 
638,  639,  649  P.  Cls.,  2288  C.  Civil. 

69 — Considerando:  que  de  todo  he¬ 
cho  ilícito  se  derivan  dos  acciones:  la 
penal  para  el  castigo  del  culpable  y  la 
civil  para  la  restitución  de  la  cosa, 
reparación  del  daño  e  indemnización 
de  los  perjuicios.  Que  cuando  se  ha 
ejercitado  la  primera  de  estas  acciones 
y  mientras  esté  pendiente,  no  puede 
seguirse  la  civil  con  separación;  pero 
como  en  el  caso  que  se  examina  no  se 
ha  justificado,  sino  que  más  bien  están 
conformes  las  partes  en  que  no  se  ha 
iniciado  la  acción  penal,  no  existe  in¬ 
conveniente  alguno  que  impida  el 
ejercicio  de  la  acción  civil,  tanto  más, 
cuanto  que  la  sentencia  absolutoria 
que  se  dicte  en  un  pleito  de  esta  natu¬ 
raleza  no  será  obstáculo  para  el  ejer¬ 
cicio  de  la  acción  penal  correspondien¬ 
te.  Arts.  1395,  2293  C.  C.,  33,  95  C.P. 
23,  24,  26,  28  Pr.  Pls. 

79 — Considerando:  que  en  cuanto  al 
primero  y  segundo  puntos  que  com¬ 
prende  la  responsabilidad  civil,  es  de¬ 
cir,  la  restitución  de  la  cosa  y  la  repa¬ 
ración  del  daño  causado,  el  primero  no 
tiene  aplicación,  y  por  lo  mismo  no  fué 
demandado,  y  el  segundo  no  fué  com- 
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probada  su  existencia  como  se  dijo  en 
los  primeros  considerandos,  y  en  tal 
virtud  en  cuanto  estos  puntos  procede 
absolver  de  la  demanda  al  demandado 
Arto.  603  P.  Cls. 

89— Considerando:  que  en  cuanto  al 
tercer  punto  o  sea  la  indemnización  de 
perjuicios,  es  de  tenerse  en  cuenta 
que  aun  cuando  tampoco  se  rindió 
prueba  alguna  para  demostrar  la  exis¬ 
tencia  de  los  que  sufrió  el  demandan¬ 
te  con  motivo  de  la  imposibilidad  en 
que  se  mantuvo,  durante  el  tiempo 
que  se  le  privó  de  su  libertad,  para 
ejercer  su  profesión  de  Ingeniero;  es 
de  derecho  declarar  esta  responsabili¬ 
dad,  porque  el  expresado  perjuicio 
aparece  sin  necesidad  de  prueba,  como 
una  consecuencia  inmediata  y  directa 
del  hecho  ilícito  que  la  motivó;  pero 
como  no  se  puede  aceptar  la  estima¬ 
ción  que  hicieron  los  expertos,  no  solo 
porque  estos  en  sus  dictámenes  com¬ 
prenden  puntos  sobre  los  cuales  no  se 
reconoce  la  obligación  de  satisfacerlos, 
como  porque  no  se  observaron  las  for¬ 
malidades  legales  en  su  nombramien¬ 
to,  discernimiento,  manera  y  tiempo 
de  presentar  su  informe,  cómo  se  ex¬ 
presó  en  la  parte  expositiva  de  este 
fallo,  es  procedente  reservar  esta  esti¬ 
mación  para  'conocer  de  ella  en  el  jui¬ 
cio  que  corresponde.  Arts.  838,  844, 
849  P.  Cls.,  33, C.  Penal,  96,  98  P.  Pls. 

99 — Considerando:  que  la  prescrip¬ 
ción  de  la  acción  que  opuso  el  deman¬ 
dado  no  procede  en  este  caso,  porque 
los  términos  no  corren  por  legítimo 
impedimento  calificado  o  notorio  sobre¬ 
venido  al  juez  o  a  la  parte,  caso  en  el 


cual  se  encontró  el  demandante  du¬ 
rante  todo  el  tiempo  que  el  demanda¬ 
do  ejerció  el  cargo  de  Presidente  de  la 
República,  acción  que  el  actor  dedujo 
tan  luego  que  cesó  aquel  impedimento 
y  antes  de  que  transcurriera  el  térmi¬ 
no  para  tenerla  por  prescrita.  Artos. 
386  y  389  P.  Cls. 

Por  Tanto:  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  en  observancia  de  las  leyes 
citadas  y  de  lo  dispuesto  en  los  Arts. 
874,  877,  1887  P.  Cls.  y  184  Dto.  273 
casa  y  anula  el  fallo  recurrido  y  resol¬ 
viendo  en  lo  principal  declara:  Prime¬ 
ro:  se  absuelve  al  Licenciado  Manuel 
Estrada  Cabrera  de  la  demanda  que 
por  daños  y  perjuicios  en  sus  propie¬ 
dades,  por  gastos  extraordinarios,  por 
menoscabo  de  su  salud  y  acortamiento 
de  su  vida  le  entabló  el  General  Juan 
Bautista  Padilla  y  segundo:  se  conde¬ 
na  al  propio  señor  Estrada  Cabrera  a 
indemnizar  los  perjuicios  causados  al 
señor  Padilla  en  los  conceptos  y  forma 
expresados  en  el  octavo  considerando 
de  este  fallo.  Las  costas  son  a  cargo 
de  las  partes.  Devuélvase  el  depósito 
constituido. 

Notifíquese  y  remítase  los  autos 
con  certificación  al  Tribunal  de  su 
procedencia. 

José  A.  Medrano. 

Quirino  llores  y  Flores. 

José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  J.  Dan.  Ramírez. 

Manuel  Zeceña  Molina. 
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CIVIL 

No  procede  el  recurso  de  casación  contra  el  auto 
de  abandono  dictado  en  segunda  instancia, 
sino  contra  la  sentencia  que  en  virtud  de  él 
queda  ejecutoriada. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guate¬ 
mala,  diez  y  nueve  de  Mayo  de  mil 
novecientos  veintidós. 

Visto  el  recurso  de  casación  que  in¬ 
trodujo  don  Federico  Chavarría  Juá¬ 
rez,  patrocinado  por  el  Abogado  M. 
Chévez  y  Romero,  contra  el  auto  dic¬ 
tado  por  la  Sala  2 %  de  Apelaciones,  que 
declara  abandonada  la  segunda  ins¬ 
tancia  en  el  juicio  que  don  Sebastián 
de  León  sigue  contra  su  poderdante, 
doña  Corona  S.  v.  de  Sierra,  por  pesos. 

Resultando:  que  don  Francisco  Sán¬ 
chez,  como  apoderado  de  la  Casa  Ber¬ 
nardo  Surhellen,  de  Carchá,  se  presen¬ 
tó  el  cuatro  de  Abril  de  mil  novecientos 
diez  y  seis,  ante  el  Juzgado  de  IA  Ins¬ 
tancia' de  Alta  Verapaz,  demandando 
a  la  representación  de  la  mortuoria  de 
Ricardo  Sierra,  para  que  pagara  la  su¬ 
ma  de  trece  mil  cuatrocientos  setenta 
y  un  pesos,  noventa  y  ocho  centavos, 
que  este  había  quedado  adeudando  a 
su  fallecimiento;  habiendo  obtenido  el 
actor  previamente,  que  se  embargaran 
precautoriamente  bienes  del  demanda¬ 
do  para  asegurar  su  acción. 

Resultando:  que  el  Licenciado  Da¬ 
niel  Escalante,  como  apoderado  de  la 
demandada,  contestó  el  traslado  que 
se  le  mandó  dar  de  la  demanda  mani¬ 
festando:  que  si  bien  don  Ricardo  Sie¬ 
rra  fué  empleado  de  la  casa  de  comer¬ 
cio  del  actor,  jamás  tuvo  cuentas  pen¬ 
dientes  con  él,  por  lo  que  pidió  se 


decretase  la  absolución  de  su  poder¬ 
dante. 

Resultando:  que  se  recibió  el  juicio 
a  prueba  por  cuarenta  días,  pero  cuan¬ 
do  se  estaban  corriendo  los  traslados 
para  alegar  de  buena  prueba,  la  parte 
reo  promovió  y  obtuvo  que  se  de¬ 
clarara  nulo  todo  lo  actuado,  por  no 
haberse  firmado  el  auto  de  recepción 
a  prueba  más  que  por  el  Juez  y  un 
testigo  de  asistencia,  por  lo  que  hubo 
necesidad  de  reproducirse  tal  resolu¬ 
ción. 

Resultando:  que  se  apersonó  en  el 
juicio  don  Sebastián  de  León,  por  ha¬ 
berle  cedido  los  derechos  que  reclama¬ 
ba  la  casa  demandante,  y  a  solicitud 
de  él  se  tuvieron  como  prueba  por  su 
parte,  la  certificación  que  había  exten¬ 
dido  la  Secretaría,  de  las  cuentas  del 
señor  Sierra,  que  aparecían  en  los  li¬ 
bros  del  demandante;  las  posiciones 
absueltas  por  doña  María  Sierra,  ma¬ 
dre  del  demandado  y  la  testimonial 
de  los  señores  Ramón  Molina  P.,  Fi¬ 
del  Morales  y  Toribio  Juárez. 

Resultando:  que  don  Federico  Cha¬ 
varría  se  presentó  acompañando  el 
poder  que  le  otorgó  doña  Corona  S.  v. 
de  Sierra,  ante  el  Notario  J.  Neri  Gon¬ 
zález  Poza,  el  treinta  y  uno  de  Marzo 
de  mil  novecientos  diez  y  ocho,  para 
defender  los  derechos  que  le  corres¬ 
ponden  como  viuda  de  don  Ricardo 
Sierra  y  como  tutriz  natural  de  los  hi¬ 
jos  que  tuvo  de  su  difunto  esposo. 

Resultando:  que  para  mejor  fallar 
se'  practicó  un  reconocimiento  (exa¬ 
men)  de  los  libros  principales  de  la 
casa  comercial  Bernardo  Zurhellen,  de 
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Carchá,  haciéndose  constar  en  la  dili¬ 
gencia  la  procedencia  de  las  diversas 
partidas  y  la  circunstancia  de  que  los 
libros  están  llevados  conforme  a  la 
ley. 

Resultando:  que  el  doce  de  julio  de 
mil  novecientos  diez  y  ocho,  el  Juez 
dictó  sentencia  declarando:  que  la 
mortuoria  de  don  Ricardo  Sierra,  es  en 
deberle  a  don  Sebastián  de  León,  como 
cesionario  de  la  casa  ‘  'Bernardo  Zur- 
hellen,”  de  Carchá,  la  suma  de  trece 
mil  cuatrocientos  setenta  y  un  pesos 
noventa  y  ocho  centavos  y  le  condena 
al  pago  de  los  intereses  legales  de  es¬ 
ta  suma  desde  la  interposición  de  la 
demanda  y  al  pago  de  las  costas  judi¬ 
ciales  del  presente  litigio. 

Resultando:  que  en  virtud  de  ape¬ 
lación  interpuesta  por  el  apoderado 
de  la  señora  v.  de  Sierra,  se  elevaron 
los  autos  a  la  Sala  2^  de  Apelaciones 
y  este  Tribunal,  con  fecha  diez  y  siete 
de  enero  de  mil  novecientos  veintiuno, 
dictó  resolución  declarando  abando¬ 
nada  la  segunda  instancia  en  el  juicio 
de  que  se  ha  hecho  referencia  y  eje¬ 
cutoriada  la  sentencia  que  motivó  la 
alzada.  Pedida  la  revisión  de  esta 
resolución,  la  propia  Sala  declaró  que 
no  había  lugar  a  revocarla. 

Resultando:  que  como  se  dijo  al 
principio,  el  señor  Chavarría  interpuso 
recurso  de  casación  contra  el  auto  de 
la  Sala  que  declara  el  abandono  de  la 
segunda  instancia  por  estimar  que 
fueron  infringidos  los  Artos.  32  Dto. 
273  y  452  del  C.  de  Prs.  Cvs. 

Considerando:  que  no  habiéndose 
interpuesto  el  recurso  extraordinario 


de  casación  contra  la  sentencia,  que, 
en  virtud  de  haberse  abandonado  la 
segunda  instancia,  se  tiene  por  con¬ 
sentida  y  ejecutoriada,  sino  contra  el 
auto  de  la  Sala  que  declaró  dicho 
abandono,  tal  recurso  es  improceden¬ 
te  conforme  el  Arto  1860  del  Cod.  de 
Prs.  Civs. 

Considerando:  que  aún  sin  la  cir¬ 
cunstancia  apuntada  anteriormente  es 
de  tenerse  en  cuenta  que,  no  tratán¬ 
dose  de  sentencia  dictada  en  juicio 
arbitral,  no  es  el  caso  de  computar 
el  tiempo  para  la  interposición  del 
recurso  en  la  forma  prescrita  por  el 
Arto  1881  del  C.  de  Pr.  C.  concedién¬ 
dose  un  día  más  por  cada  cinco  leguas 
de  distancia,  sino  que  es  fatal  e  im¬ 
prorrogable  el  término  de  diez  días 
concedido  en  el  Arto  1877  del  mismo 
Código,  y  como  según  consta  en  autos, 
la  última  notificación  de  la  resolución 
que  declaró  sin  lugar  la  revocatoria 
del  auto  que  declaró  el  abandono  de 
la  segunda  instancia  se  hizo  en  Cobán 
el  diez  y  nueve  de  marzo  del  corriente 
año  y  el  recurso  fué  interpuesto  con 
fecha  tres  de  abril,  recibido  en  la  Se¬ 
cretaría  de  este  Tribunal  el  ocho  del 
mismo,  es  indudable  que  su  interposi¬ 
ción  resulte  fuera  de  tiempo. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  con  fundamento  en  los  Artos. 
1884  y  1887  Pr.  C.,  desestima  por  im¬ 
procedente  el  recurso  interpuesto,  y 
condena  a  la  parte  que  lo  introdujo, 
a  la  pérdida  del  depósito  constituido, 
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que  deberá  ingresar  a  la  Receptoría 
General  de  Fondos  de  Justicia,  y  al 
pago  de  las  costas  que  con  motivo  del 
mismo,  se  hayan  causado. 

Notifíquese  y  con  certificación  de¬ 
vuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de  su 
origen. 

José  A.  Medrana. 

Quirino  Flores  y  I  lores 

José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  J.  de  D.  Castillo. 

Manuel  Zeceña  Molina. 


CRIMINAL 

La  pena  para  el  delito  de  asesinato  es  de  la  muer¬ 
te;  pero  cuando  hubiere  que  apreciar  en  favor 
del  reo  alguna  parte  alícuota,  se  equiparará, 
a  la  de  quince  aSos  de  prisión  correccional. 

( Concluye ) 

Resulta:  que  la  acusadora,  con  el  memorial 
de  los  folios  21  y  22  de  la  pieza  “D”,  acom¬ 
pañó  el  N"  6,243  del  Diario  “La  República,  ” 
de  19  de  Marzo  de  1913,  en  la  que  aparece 
insertada  una  carta  de  su  esposo  Francisco 
Aguirre  a  su  hermano  el  Doctor  Eduardo 
Aguirre  Velásquez,  comunicándole  los  vejá¬ 
menes  de  que  había  sido  objeto  de  parte 
del  entonces  Comandante  de  Armas  del 
Quiché,  Rafael  Aldana,  vejámenes  que  a  su 
decir  demuestran  los  antecedentes  que  exis¬ 
tían  entre  ambos  y  que  fueron  precusores 
de  su  muerte  y  constituían  grave  presun¬ 
ción  de  que  el  hecho  hubiese  sido  ordenado 
por  Aldana  y  ejecutado  por  Esquivel.  Así 
mismo  Aldana  pidió  se  agregara  a  los  ante¬ 
cedentes  un  ejemplar  del  Diario  “El  Pue¬ 
blo’’  en  el  cual  aparece  una  carta  suya,  en 
que  se  hace  referencia  de  la  labor  que  en 
6u  contra  viene  haciendo  en  la  prensa  la 


acusadora.  Ambas  publicaciones  se  man¬ 
daron  agregar  a  los  antecedentes. 

Resulta:  que  el  Licenciado  José  R.  Chá- 
vez  (Pieza  D  Folio  40)  declaró  asegurando 
que  la  cita  que  le  hace  Apolinario  Cruz  Es¬ 
quivel,  no  es  cierta.  El  Doctor  Eduardo 
Aguirre  Velásquez  se  concreta  a  expresar: 
que  la  carta  publicada  en  el  periódico  de  su 
propiedad  le  fué  dirigida  por  su  hermano  y 
que  el  original  se  le  extravió,  motivo  por  el 
cual  no  la  puede  presentar. 

Resulta:  que  por  apreciarse  agotada  la 
pesquisa,  la  Sala  4?  de  Apelaciones  elevó  a 
plenario  el  proceso,  se  tomó  confesión  con 
cargos  a  los  reos  y  ninguno  de  ellos  se  con¬ 
formó  con  el  cargo  que  se  le  formuló  y 
nombró  cada  uno  su  respectivo  defensor. 

A  instancia  de  parte  y  con  las  formalida¬ 
des  de  ley,  en  providencia  de  veintiuno  de 
Marzo  del  año  pasado,  se  tuvo  a  la  acusado¬ 
ra  por  desistida  de  la  acusación.  A  solicitud 
de  los  defensores  de  los  encausados  se  abrió 
el  proceso  a  prueba  por  el  término  de  quin¬ 
ce  días. 

Resulta:  que  durante  el  término  probato¬ 
rio  y  por  parte  del  defensor  del  reo  Alda¬ 
na,  fueron  examinados  los  siguientes  testi¬ 
gos:  Onofre  Cabrera  D.,  conforme  al  inte¬ 
rrogatorio  de  folios  89  y  90  y  contestó  afir¬ 
mativamente  a  las  preguntas  que  él  contie¬ 
ne.  De  la  misma  manera  fué  examinado 
Gerardo  A.  Pereira,  según  los  términos 
del  interrogotorio  agregado  al  folio  92,  con¬ 
testando  afirmativamente  respondió  el  tes¬ 
tigo  propuesto  Bartolomé  Quiñónez.  A  pe¬ 
tición  del  mismo  defensor  fué  examinado  el 
Licenciado  Antonio  C.  Rivera,  quien  expu¬ 
so:  que  nada  le  consta  del  hecho  de  pesqui¬ 
sa;  que  a  principios  del  año  de  mil  nove¬ 
cientos  catorce,  conversando  en  las  cárceles 
del  Quiché,  con  don  Cruz  Esquivel,  le  dijo 
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que  el  Coronel  Aldana  ninguna  culpa  tenía 
en  la  muerte  de  don  Francisco  Aguirre,  la 
cual  había  sido  una  verdadera  desgracia, 
pues  él  tampoco  tenía  ninguna. 

Resulta:  que  en  memorial  del  primer  fo¬ 
lio  de  la  pieza  “E”  el  defensor  del  reo  Al¬ 
dana  reargüyó  de  falsa  la  orden  original 
que  aparece  testimoniada  en  autos  (folio 
130  de  la  pieza  “A”)  expedida  por  su  de¬ 
fendido  en  concepto  de  Comandante  de  Ar¬ 
mas  del  Quiché,  en  virtud  de  la  cual  dicho 
funcionario  ordenó  al  Mayor  de  Plaza  pro¬ 
cediera  al  castigo  de  Francisco  J.  Aguirre, 
cuya  orden  pedía  se  exhibiese  original,  para 
mejor  ejercitar  los  derechos  de  su  cliente. 
Se  dió  audiencia  por  cuarenta  y  ocho  horas 
al  reo  Cruz  Esquivel  y  con  su  contestación 
se  abrió  el  incidente  a  prueba  por  ocho  días. 
Durante  ese  término  se  solicitó  el  examen 
del  entonces  Juez  de  Primera  Instancia  del 
Quiché,  Licenciado  Rodolfo  Rivera  V.  y  ofi¬ 
cinistas  Julio  Gil  y  Manuel  A.  González,  que 
en  concepto  de  testigos  de  asistencia,  certi¬ 
ficaron  el  indicado  documento.  El  señor 
Juez  Licenciado  Rivera,  dice:  que  nada  pue¬ 
de  asegurar  acerca  de  la  autenticidad  del 
documento  original  de  que  se  trata,  porque 
nunca  vió  firmar  al  señor  Aldana,  pero  fué 
presentada  en  papel  timbrado  con  el  Sello 
de  la  Comandancia,  Los  señores  escri¬ 
bientes  Julio  Gil  y  Manuel  A.  González,  de 
común  acuerdo  expresan:  que  extendieron 
a  solicitud  de  Apolinario  Cruz  /Esquivel  la 
certificación  que  se  inserta  en  el  despacho 
librado  para  su  examen  cuando  era  Juez  el 
Licenciado  Rodolfo  Rivera  Valdés.  En  am¬ 
pliación  a  los  folios  50  y  64,  respectiva¬ 
mente,  agregan:  que  tanto  ellos  como  los 
demás  empleados  del  Juzgado  dudaban  de 
autenticidad  del  documento  original  por 
que  estaba  escrito  con  letra  que  no  era  de 
ningún  empleado  de  la  Jefatura  Política  y 


Comandancia  de  Armas  y  por  que  esa  letra 
era  mala,  como  de  un  principiante  y  además 
por  la  urgencia  y  precisión  de  entregar  el 
original  ese  mismo  día  al  reo  Cruz  Esquivel, 
de  orden  del  Juez  Licenciado  Rivera  V.  El 
testigo  Rivera,  precisando  los  hechos,  ase¬ 
gura:  que  la  firma  de  la  orden,  aunque  decía 
“Rafael  Aldana  E”  no  era  el  señor  Aldana 
pues  conocía  la  firma  de  dicho  señor,  como 
empleado,  por  los  oficios  dirigidos  al  Tribu¬ 
nal,  y  en  causas  criminales  y  no  era  igual. 

La  Sala  4^  resolviendo  la  articulación  de 
que  se  ha  hecho  mérito,  en  acta  del  27  de 
Mayo  pasado,  previno  al  reo  Cruz  Esquivel 
debe  exhibir  la  orden  de  que  se  trata,  den¬ 
tro  de  diez  días:  Como  transcurrieran  los 
diez  días  sin  que  el  prevenido  exhibiera  la 
orden  en  relación,  el  mismo  Tribunal  en 
providencia  de  once  de  Junio  le  señaló  cinco 
días  para  cumplir  aquel  mandato,  bajo 
apercibimiento  de  veinticinco  pesos  de  mul¬ 
ta. 

Resulta:  que  en  providencia  de  veintiuno 
de  Junio  del  año  pasado,  se  mandaron '¡jasar 
las  actuaciones  a  la  Sala  6®  de  Apelaciones 
residente  en  Totonicapán,  por  haberse  so¬ 
metido  a  su  jurisdicción  el  Departamento 
del  Quiché.  Este  Tribunal,  en  auto  de  cinco 
de  Julio,  revocó  el  de  la  Sala  4?,  en  que  im¬ 
pone  al  reo  Cruz  Esquivel  la  multa  de  vein¬ 
ticinco  pesos  y  declara:  que  no  procede  en¬ 
juiciarlo  criminalmente  como  lo  solicita  el 
defensor  del  reo  Aldana  y  le  previene  pre¬ 
sentar  la  carta  original  para  agregax’la  a  la 
causa,  a  efecto  de  establecer  la  irresponsa¬ 
bilidad  que  alega  en  su  favor. 

Resulta:  que  el  reo  Esquivel,  al  folio  74, 
solicitó  el  examen  de  los  señores  Licencia¬ 
dos  Emeterio  Girón  y  Marco  E.  López,  quie¬ 
nes  tuvieron  a  la  vista  el  original  de  la 
orden  librada  por  el  Comandante  de  Armas, 
señor  Aldana,  y  les  consta  su  autenticidad 
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por  haber  sido  escrita  de  su  puño  y  letra. 
En  la  misma'  exposición  solicitó  fuera  exa¬ 
minado  el  Licenciado  López,  además,  acerca 
de  los  antecedentes  de  enemistad  que  exis¬ 
tían  entre  don  Francisco  Aguirre  y  el  Coro¬ 
nel  Aldana.  Esta  diligencia  no  se  practicó 
por  falta  de  comparendo. 

Resulta:  que  a  solicitud  de  parte  se  llamó 
autos  para  sentencia  y  fué  señalada  la  au¬ 
diencia  del  diez  de  Septiembre  para  la  vista 
pública.  Por  no  haber  tenido  lugar  en  esa 
fecha  se  señaló  nuevamente  la  del  veintiséis 
del  mismo  mes.  La  vista  tuvo  lugar  esta 
vez  asistiendo  solamente  el  defensor  del  reo 
Aldana,  quien  presentó  su  alegato  compues¬ 
to  de  cincuenta  y  seis  fojas  y  acompañó, 
como  anexos,  varias  certificaciones  y  cons¬ 
tancias  relacionadas  con  la  defensa  de  su 
patrocinado. 

Resulta:  que  concluidas  las  tramitaciones 
que  se  dejan  indicadas,  se  dictó  el  fallo  de 
que  se  hizo  relación  al  principio  y  del  cual 
interpuso  recurso  de  apelación  el  reo  Apoli- 
nario  Cruz  Esquivel. 

Resulta:  que  en  esta  Instancia  se  tramitó 
la  defensa  de  los  encausados,  como  es  de 
Ley.  Los  señores  Procurador  y  Fiscal,  de 
común  y  entero  acuerdo,  solicitaron  la  con¬ 
firmación  del  fallo  apelado.  Señalada  la 
audiencia  del  trece  del  corriente  para  la 
vista  y  verificada,  es  el  caso  de  dictar  la 
sentencia  que  en  derecho  procede. 

Considerando:  que  la  preexistencia  de  la 
infracción  delictuosa  que  se  pesquisa,  perpe¬ 
trada  efi  la  persona  de  don  Francisco  Agui¬ 
rre,  está  plenamente  demostrada  en  autos, 
no  sólo  con  las  declaraciones  de  testigos 
presenciales;  sino  también  con  la  certifica¬ 
ción  de  defunción  y  los  reconocimientos  mé¬ 
dico-legales  practicados  oportunamente.  En 


consecuencia,  es  el  caso  de  entrar  a  la  apre¬ 
ciación  de  los  hechos  que  determinen  el 
grado  de  culpabilidad  que  deba  imputarse 
a  cada  uno  de  los  sindicados.  Art9  259. 
Cod.  Pr.  Pns. 

Considerando:  que  contra  el  reo  Rafael 
Aldana  aparecen  las  sindicaciones  directas 
y  expresas  que  le  hacen:  el  co-reo  Apolinario 
Cruz  Esquivel  y  la  formal  acusadora  doña 
Hermógenes  v.  de  Aguirre,  quienes  conjun¬ 
tamente  le  atribuyen  ser  él,  autor  de  la 
orden  en  que  se  mandó  imponer  al  señor 
Aguirre  el  castigo  que  le  produjo  la  muerte; 
que  descartada  la  certificación  que,  como 
prueba,  corre  agregada  a  los  autos,  pieza 
“A”  folio  130  y  de  la  cual  se  hará  aprecia¬ 
ción  especial,  las  demás  que  adujeron  no 
tienen  el  mérito  legal  suficiente  para  inducir 
el  criterio  judicial  en  el  sentido  de  estimar 
demostrada,  su  culpabilidad.  Arts.  586  y 
571.  Cod.  Pr.  Pns. 

Considerando:  que  la  certificación  del  ofi¬ 
cio  que  aparece  dirigido  por  el  prevenido 
Aldana,  en  concepto  de  Comandante  de  Ar¬ 
mas  del  Departamento  del  Quiché,  al  Mayor 
de  Plaza  de  aquella  Cabecera,  para  imponer 
a  don  Francisco  Aguirre  un  enérgico  y  se¬ 
vero  castigo,  fué  redargüido  de  falso  el  ori¬ 
ginal  por  el  señor  Aldana,  fundado  en  no 
haberse  expedido  en  esa  ni  en  otra  forma; 
que  ese  documento  lo  presentó  al  Tribunal 
Cruz  Esquivel,  con  fecha  8  de  Septiembre 
de  1914,  en  descargo  de  la  infracción  que  se 
le  imputa,  la  que  inmediatamente  se  le  de¬ 
volvió,  dejándose  certificación;  que  no  obs¬ 
tante  las  varias  prevenciones  judiciales,  el 
reo  no  ha  presentado  el  original,  asegurando 
que  se  le  ha  extraviado;  por  cuyo  motivo  no 
es  posible  apreciar  su  mérito  probatorio,  con 
tanta  más  razón, cuanto  que  los  testigos  que 
la  certificaron,  Julio  Gil  y  Manuel  A.  Gonzá¬ 
lez,  tachan  su  autenticidad  con  razones  muy 
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dignas  de  tomarse  en  consideración.  Art? 
602,  603.  Cod.  Pr.  Pns. 

Considerando:  que  aún  en  el  caso  de  esti¬ 
marse  patentizada  la  autenticidad  de  la  or¬ 
den  precitada:  ella  serviría  de  fundamento 
para  deducir  a  su  autor  la  consiguiente  res¬ 
ponsabilidad  penal  de  acuerdo  con  la  infrac¬ 
ción  que  entraña,  pero  no  de  las  resultantes 
que  hubiere  originado  el  extralimitado  abu¬ 
so  en  la  ejecución  del  mandato  que  con¬ 
tiene. 

Considerando:  que  la  delincuencia  del  reo 
Apolonio  Cruz  Esquivel,  como  autor  del 
delito  perpetrado  en  la  persona  de  don  Fran¬ 
cisco  J.  Aguirre,  plenamente  está  demostra¬ 
do,  no  sólo  con  las  declaraciones  de  dos  o 
más  testigos  hábiles  y  contestes,  sino  tam¬ 
bién  con  su  propia  confesión  prestada  en  el 
curso  del  proceso  con  todas  las  formalidades 
de  Ley.  Esas  pruebas  son  tan  concluyentes 
y  evidencian  su  culpabilidad,  de  tal  natura¬ 
leza,  que  el  criterio  judicial  rio  admite  duda 
de  su  delincuencia  para  dictar  en  su  contra 
fallo  condenatorio.  Art°  574,  609  y  610. 
Pr.  Pns. 

Considerando:  que  las  constancias  proce¬ 
sales  revelan  en  la  ejecución  del  crimen  que 
se  pesquisa,  la  concurrencia  de  hechos,  que 
deben  tenerse  muy  presentes  para  determi¬ 
nar  el  grado  de  delincuencia  en  su  autor  y 
establecer  de  acuerdo  con  esos  hechos,  la  ca¬ 
lificación  que  deba  darse  al  delito,  tales  son: 
la  consumación  premeditada,  al  disponer 
anticipadamente  y  con  toda  serenidad,  por 
medio  de  las  órdenes  preventivas  que  desde 
el  día  anterior  impartió  a  sus  subalternos 
con  el  objeto  de  alistar  los  medios  de  que  se 
valió  para  ejecutar  sus  propósitos,  la  de  va¬ 
lerse  de  modos  y  formas  que  aumentaron 
los  sufrimientos  de  la  víctima,  de  manera 
iritencional  e  inhumana,  provocando  en  ella 


lamentos  y  exclamaciones  dolorosas  que  nin¬ 
gún  eco  tuvieron  ante  sus  crueles  designios; 
la  de  abusar  de  la  fuerza  de  que  disponía 
anulando  en  lo  absoluto  toda  defensa  de 
parte  del  ofendido,  a  cuyos  fines  tendía  di¬ 
recta  y  especialmente  la  ejecución,  por  me¬ 
dio  de  los  seis  cabos  de  la  Guardia,  quienes, 
por  otra  parte,  conjuntamente  con  los  de¬ 
más  elementos  del  cuartel,  garantizaban  la 
seguridad  del  autor,  poniendo  su  persona  al 
abrigo  de  todo  riesgo.  Circunstancias  son 
todas  ellas  que  de  manera  expresa  califican 
el  delito  de  asesinato  y  como  tal  debe  esti¬ 
marse  el  ejecutado  en  el  caso  de  examen, 
debiendo  imponerse  al  reo  Apolinario  Cruz 
Esquivel,  como  autor,  la  pena  de  muerte. — 
Arto  3?  del  Decreto  Legislativo  N?  458. 

Considerando:  que  durante  el  encausa- 
miento  del  reo  Cruz  Esquivel  se  emitió  el 
el  Decreto  de  indulto  número  738  de  veinti¬ 
cuatro  de  Enero  de  mil  novecientos  diez  y 
ocho;  que  en  esa  virtud  procede  imponer  al 
capitulado,  en  vez  de  la  pena  de  muerte,  que 
según  la  ley  le  corresponde,  la  inmediata 
inferior  o  sea  la  de  quince  años  de  prisión 
correccional,  como  lo  hizo  el  Tribunal  que 
falló  en  la  instancia.  Arto.  7?  del  Dto.  458. 

Considerando:  que  si  bien  de  lo  actuado 
en  el  proceso,  hasta  hoy,  no  se  desprenden 
méritos  suficientes  para  dictar  fallo  conde¬ 
natorio  contra  el  reo  Rafael  Aldana  E.,  sí 
los  hay  para  dudar  de  su  inocencia  y  de  que 
la  prueba  pudiera  ser  mejorada;  que  en  tal 
virtud  y  atendiendo  a  la  pena  que  procede¬ 
ría  imponerle,  es  el  caso  de  limitar  su  abso¬ 
lución  a  la  instancia.  Arts.  728  y  730  Pr.  Pls. 

Por  Tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
con  apoyo  en  las  anteriores  apreciaciones, 
en  aplicación  de  los  Artos.  27,  33,  43,  46,  65, 
y  95  del  Cod.  Penal,  417,  651,  654,  726  y  735 
C.  de  Pr.  Pnls,  y  de  entero  acuerdo  con  el 
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dictamen  fiscal,  confirma  el  fallo  apelado, 
con  la  enmienda  de  que  el  reo  Apolinario 
Cruz  Esquivel,  solo  queda  suspenso  de  sus 
derechos  políticos  durante  la  condena  y  no 
de  los  civiles  a  que  hace  referencia  el  fallo. 

Notifíquese  y  con  certificación  devuélvase 
la  causa,  ordenándose  por  telégrafo  la  liber¬ 
tad  del  reo  Aldana  Echeverría. 

José  A.  Medrano. 

Quirino  Flores  y  Flores. 

José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  J.  de  D.  Castillo. 

Manuel  Zeceña  Molina. 


CRIMINAL 

No  procede  el  recurso  de  casación  cuando  no 
tiene  el  carácter  de  definitiva  la  resolución 
contra  la  cual  se  interpone. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
seis  de  Junio  de  mil  novecientos  veintidós. 

Por  recurso  de  casación  y  con  los  antece¬ 
dentes  respectivos  se  examina  el  auto  de 
ocho  del  mes  pasado,  en  que  la  Sala  Sexta 
de  la  Corte  de  Apelaciones  declara  nulo  e 
insubsistente  lo  actuado  sobre  averiguar  lo 
relativo  al  incendio  del  café  almacenado  en 
la  finca  “San  Jerónimo  Miramar,”  propie¬ 
dad  del  Licenciado  don  Eduardo  Girón  y 
previene  al  Comandante  de  Armas  de  Sololá 
proceda  a  instruir  sin  demora  y  con  todo  ce¬ 
lo  y  actividad  las  primeras  diligencias  sobre 
el  hecho  que  debe  pesquisarse. 

Resulta:  que  el  veintiocho  de  Abril  último 
el  Administrador  de  la  finca  “San  Jerónimo 
Miramar,”  don  J.  Z.  Suáres,  dirigió  expo¬ 
sición  al  Alcalde  Auxiliar,  de  la  misma  fin¬ 
ca,  expresando  que:  ese  día  como  a  las  cua¬ 


tro  de  la  madrugada,  repentinamente  se 
produjo  un  incendio  en  el  almacén  de  café 
de  la  referida  finca,  en  donde  se  encontra¬ 
ban  depositados  tres  mil  trescientos  y  pico 
de  quintales  de  café  en  oro;  loque  asegura¬ 
ba  se  había  verificado  de  manera  casual, 
que  pedía  se  instruyera  la  averiguación  res¬ 
pectiva,  para  la  cual  tenía  competencia. 

Resulta:  que  previa  ratificación  de  ese 
parte,  el  auxiliar  indicado  procedió  a  ins¬ 
truir  las  diligencias  informativas  correspon¬ 
dientes;  examinando  a  los  testigos  que  fue¬ 
ron  propuestos;  examen  de  los  libros  de 
contabilidad  de  la  finca,  para  el  número  de 
quintales  de  café  depositados  y  acta  de  ins¬ 
pección  del  lugar  del  siniestro. 

Resulta:  que  remitidas  las  diligencias  al 
Juzgado  de  1A  Instancia  Departamental, 
por  incompetencia  fueron  pasadas  a  la  Co¬ 
mandancia  de  Armas,  en  donde  se  resolvió 
mandando  sobreseerlas  definitivamente, 
previa  consulta. 

Resulta:  que  elevadas  las  actuaciones  a  la 
Sala  Sexta,  se  dictó  el  auto  de  que  se  hizo 
relación  al  principio  y  contra  el  cual  intro¬ 
dujo  el  presente  recurso  el  Procurador  déla 
Sala  mencionada,  citando  como  violados  los 
Artos.  236  y  512  inco.  1?  del  C.  de  Prs.  Pls. 

Considerando:  que  el  auto  de  examen  no 
está  comprendido  en  los  casos  que  la  ley 
establece  para  que  proceda  la  casación  por 
violación  de  ley,  que  lejos  de  aprobar  el 
sobreseimiento  dictado  en  U  Instancia,  anu¬ 
la  lo  actuado  y  manda  reponer  las  diligencias 
que  le  sirvieron  de  base.  Arto.  674  Código 
de  Prs.  Pls. 

Por  Tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
con  el  fundamento  que  se  deja  expresado, 
desestima  por  improcedente  el  recurso  de 
casación  de  que  se  ha  hecho  mérito  y  por 
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tratarse  de  la  fracción  segunda  del  Artículo 
690  del  Cod.  de  Prs.  Pls.,  no  se  impone  pena 
al  recurrente. 

Notifíquese  y  devuélvanse  las  diligencias 
al  Tribunal  de  su  origen. 

José  A.  Medran  o. 

Quirino  llores  y  Flores. 

José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  J.  de  D.  Castillo. 

Manuel  Zeceña  Molina. 


CRIMINAL 

Se  declara  que  no  ha  lugar  a  formación  de  causa 
contra  el  Juez  1?  de  1>  Instancia,  de  este  De- 
p  sitamente. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
trece  de  Junio  de  mil  novecientos  veintidós. 

Vistas  las  presentes  diligencias  de  ante 
juicio,  promovidas  por  don  José  Wer  contra 
el  Juez  Primero  de  Primera  Instancia  de 
este  Departamento,  Licenciado  don  M.  Al¬ 
fredo  Gil,  con  motivo  de  haber  sido  declara¬ 
do  confeso  en  unas  posiciones  que  le  articuló 
el  Licenciado  Jósé  Bar  illas  F.  como  apode¬ 
rado  de  los  señores  Frank  F.  Meadows  y 
Jorhe  C.  Riedel,  sin  que  hubiese  ocurrido 
en  el  apercibimiento  de  ley. 

Regulta:  que  pedido  informe  al  Juez  acu¬ 
sado,  este  funcionario  manifestó:  que  en 
virtud  de  no  haber  comparecido  el  señor 
Wer  al  segundo  señalamiento  que  se  le  hizo, 
con  apercibimiento  de  ser  declarado  confeso, 
dictó  la  resolución  que  procedía,  resolución 
que  fué  confirmada  por  la  Sala  2?  de  Apela¬ 
ciones  en  virtud  de  apelación  interpuesta 
por  el  señor  Wer.  Concluyó  pidiendo  que 
se  exigiera  al  querellante  la  fianza  de  ca¬ 


lumnia  que  la  ley  le  impone,  circunstancia 
con  la  que  se  manifestó  en  el  mismo  sentido 
el  señor  Fiscal. 

Considerando:  que  aunque  el  Articulo  450 
del  Cod.  de  Prs.  Pls.  previene  quq  no  se  ad¬ 
mita  la  acusación  contra  funcionario  público 
por  delito  que  como  tal  hubiere  cometido, 
sin  que  antes  se  preste  la  fianza  de  calum¬ 
nia,  tal  disposición  se  refiere  al  caso  de  ini¬ 
ciarse  el  procedimiento  criminal,  ante  la 
autoridad  correspondiente,  pero  no  es  indis¬ 
pensable  para  la  declaratoria  que  se  haga 
de  haber  lugar  o  no  a  formación  de  causa, 
como  lo  determina  el  Arto.  6?  de  la  respec¬ 
tiva  Ley  de  Responsabilidades. 

Considerando:  que  por  haberse  otorgado 
apelación  contra  la  resolución'  que  motiva  la 
querella,  tuvo  el  querellante  la  amplitud  in¬ 
dispensable,  para  hacer  valer  sus  derechos 
ante  la  Sala  de  Apelaciones;  y  habiendo  e@- 
te  último  tribunal  confirmado  la  resolución 
del  Juez,  por  estimarla  arreglada  a  la  ley, 
no  es  procedente  hacer  declaratoria  alguna 
contra  el  expresado  Juez  l9  de  U  Instancia. 

Por  Tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
declara  que  no  ha  lugar  a  formación  de 
causa  contra  el  Licenciado  M.  Alfredo  Gil, 
en  su  concepto  de  Juez  1°  de  1?  Instancia 
Departamental  con  motivo  del  hecho  denun¬ 
ciado  por  el  señor  Wer. 

Notifíquese  y  transcríbase. 

Medrano. 

Flores  y  Flores.  Serrano  Muñoz. 

Paredes  Castillo. 

Manuel  Zeceña  Molina. 
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El  Ejecutivo,  conmemorando  el  glorioso  aniver¬ 
sario  del  30  de  Junio,  en  Consejo  de 
Ministros,  emite  un  importantí¬ 
simo  Decreto  de  Indulto. 


DECRETO  NÚMERO  789. 


JOSE  MARIA  ORELLANA, 

PRESIDENTE  DE  LA  REPÚBLICA, 

CONSIDERANDO: 

Que  habiéndose  declarado  día  de 
fiesta  nacional  el  30  de  Junio  de  cada 
año,  aniversario  del  triunfo  de  los 
principios  democráticos  que  nos  rigen, 
es  el  caso  de  conmemorarlo  digna¬ 
mente  con  actos  que  reflejen  el  espí¬ 
ritu  liberal  y  humanitario  de  aquellos 
principios  que  implantara  la  Revolu¬ 
ción  de  1871; 

Que  uno  de  esos  actos  es  el  de  in¬ 
dultar,  llevando  la  tranquilidad  a  los 
hogares,  a  los  que  sufren  prisión  por 
hechos  justiciables  y  que,  habiendo 
observado  buena  conducta,  se  les  brin¬ 
da  lo  oportunidad  de  enmendarse  para 
ser  miembros  útiles  a  la  sociedad, 

POR  TANTO : 

En  Consejo  de  Ministros,  y  en  uso 
de  las  facultades  que  me  confiere  el 
artículo  78  de  la -Constitución  y  el  De¬ 
creto  Legislativo  número  1,216. 

DECRETO: 

Artículo  primero:  Se  concede  indul¬ 
to  total: 


(a)  A  los  reos  de  deserción; 

(b)  A  los  que  estuvieren  condenados 
o  procesados  por  delitos  que  merezcan 
pena  que  no  exceda  de  un  año  de 
arresto  mayor,  prisión  correccional  u 
otra  menor; 

(c)  A  los  reos  de  faltas. 

Artículo  segundo:  Se  concede  par¬ 
cial: 

(a)  A  los  reos  que  cumplan  condena 
que  exceda  de  un  año  de  prisión  co¬ 
rreccional,  se  les  rebajará  la  cuarta 
parte  de  la  misma; 

(b)  A  los  que  hayan  cometido  deli¬ 
to  que  merezca  pena  que  exceda  de 
un  año  de  prisión  correccional,  se  les 
rebajará  la  cuarta  parte  de  la  condena 
al  dictarse  el  fallo. 

Artículo  tercero:  Quedan  compren¬ 
didos  en  la  presente  ley  los  delitos  pe¬ 
nados  por  el  Código  Militar  y  para  la 
aplicación  del  indulto,  toda  pena  que 
pase  de  un  año,  se  equiparará  a  la  de 
arresto  mayor  y  la  que  exceda  de  este 
término  a  la  de  prisión  correccional. 

Artículo  cuarto:  Este  indulto  surti¬ 
rá  sus  efectos,  sin  perjuicio  de  las  res¬ 
ponsabilidades  civiles  provenientes  del 
delito  o  falta  y  no  altera  las  demás 
concesiones  establecidas  por  el  Código 
Penal  a  favor  de  los  reos. 

Artículo  quinto:  La  reducción  o  ex¬ 
tinción  de  las  penas  establecidas  en  la 
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presente  ley,  sé  concederá  a  los  que 
hayan  observado  buena  conducta  en  la 
prisión;  pero  si  reincidieren  en  la  co¬ 
misión  de  algún  delito,  no  tendrá  para 
ellos  efecto  el  presente  indulto.  Los 
Tribunales  al  fallar,  harán  saber  esta 
circunstancia  a  los  indultados. 

Artículo  sexto:  Este  Decreto  empe¬ 
zará  a  surtir  sus  efectos  desde  la  pre¬ 
sente  fecha  y  se  dará  cuenta  con  él  a 
la  Asamblea  Nacional  Legislativa  en 
sus  próximas  sesiones. 

Dado  en  el  Palacio  del  Poder  Ejecu¬ 
tivo:  en  Guatemala,  a  veintinueve  de 
Junio  de  mil  novecientos  veintidós. 

JOSÉ  MARÍA  ORELLANA. 


El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Hacienda  y  Crédito  Público, 

R.  Felipe  Solares. 


El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Instrucción  Pública, 

M.  Y.  Arrióla. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Agricultura, 

David  Pivaral  B. 


El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  la  Guerra, 

Jorge  Ubioo. 


El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Relaciones  Exteriores , 

Adrián  Reoinos. 


El  Subsecretario  de  Fomento 
Encargado  de  la  Cartera, 

H.  Aparicio  I. 


El  Secretarlo  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y  Justicia, 

B.  Alvaraijo  T. 


El  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
informa  al  Ejecutivo  de  las  necesidades 
de  los  diferentes  Tribunales  visitados. 


Presidencia  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia:  Guatemala,  29  de  Junio 
de  1922. 

Señor  Ministro: 

Con  el  deseo  de  que  la  acción  admi¬ 
nistrativa  ejerza  su  benéfica  influencia 
en  los  Departamentos  visitados,  tengo 
hoy  el  honor  de  informar  a  usted  el 
resultado  de  mi  visita  a  una,  parte  de 
la  Sección  Oriental  de  la  República. 
Al  hacerlo,  me  guía  el  anhelo  sincero 
de  que  el  señor  Ministro  preste  su  efi¬ 
caz  apoyo  a  todo  lo  que  directamente 
se  relacione  con  el  importantísimo  ra¬ 
mo  de  su  merecido  cargo;  ya  que,  las 
nacesidades  que  adelante  trataré  son 
de  aquellas  que  requieren  urgentes 
paliativos  por  ser  necesariamente  in¬ 
dispensables.  A  continuación  paso  a 
detallar  las  más  salientes: 

La  sala  5^  de  la  Corte  de  Apelacio¬ 
nes,  ocupa  un  edificio  que  reciente¬ 
mente  fué  refaccionado  y  aunque  no 
presenta  mal  aspecto,  los  muebles  que 
actualmente  tiene  la  Oficina  son  esca¬ 
sos  y  viejos;  siendo  por  lo  tanto  insu¬ 
ficientes  y  poco  apropiados  a  la  cate¬ 
goría  del  Tribunal,  También  hace 
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falta  en  aquella  Oficina^  además  de 
útiles  de  escritorio,  una  estera,  códi¬ 
gos,  cuatro  sillas  giratorias  para  los 
escritorios  de  los  señores  Magistrados, 
quienes  ruegan  se  les  autorice  la  crea¬ 
ción  de  una  plaza  de  escribiente  por 
ser  mucho  el  trabajo.  Solicitan  los 
mismos  funcionarios  se  les  dote  de  un 
sirviente  que  es  de  absoluta  necesidad 
para  la  limpieza  del  edificio. 

En  el  Juzgado  de  1?  Instancia  de 
Jalapa,  falta:  un  tratado  de  Washing¬ 
ton,  donde  está  la  ley  de  extradición; 
los  tomos  19,  39,  69  y  del  99  en  adelan¬ 
te  de  la  Recopilación  de  Leyes  y  un 
tomo  de  los  tratados  coleccionados  por 
el  Licenciado  Sáenz  de  Tejada. 

En  el  Juzgado  de  Jutiapa,  donde  el 

( 

trabajo  es  excesivo,  conviene  para  el 
mejor  servicio  público,  aumentar  una 
plaza  de  amanuence,  pues  la  cantidad 
de  juicios  que  tramita,  civiles  y  crimi¬ 
nales,  es  crecido,  mucho  mayor  que  el 
de  otros  Tribunales  que  tienen  igual 
número  de  empleados;  además,  el 
Juez  de  aquel  Departamento  solicita 
se  erogue  la  cantidad  necesaria  para 
comprar  un  mueble  especial  para  ar¬ 
chivar  juicios  fenecidos. 


Las  cárceles  de  los  lugares  visitados, 
son  una  amenaza  para  la  salud  de  los 
prevenidos,  y  ya  que  no  es  posible  una 
reforma  en  el  sentido  que  prescribe  el 
Derecho  Penal  Moderno,  es  convenien¬ 
te  que  se  observen  las  reglas  que  la 
higiene  aconseja;  por  lo  que,  creo  ne¬ 
cesario,  si  es  que  el  señor  Ministro  lo 
tiene  a  bien,  se  sirva  impartir  sus  más 
enérgicas  instrucciones  a  efecto  de  que 
el  aseo  sea  efectivo  en  esos  centros. 

No  creo  de  más  referir  al  señor  Mi¬ 
nistro  que,  de  los  fondos  de  la  Recep¬ 
toría  Judicial  y  dentro  de  los  límites 
que  sus  escasas  entradas  le  permiten, 
dispuse  algunas  erogaciones  que  se 
invirtieron  en  diferentes  mejoras,  ne¬ 
cesarias  e  indispensables  para  los  Tri¬ 
bunales  que  visité. 

Al  reiterar  al  señor  Ministro,  mis 
ruegos  porque  se  dote  a  aquellos  Tri¬ 
bunales  de  lo  que  necesitan,  me  es  sa¬ 
tisfactorio  aprovechar  esta  oportuni¬ 
dad,  para  suscribirme  de  usted  con 
muestras  de  distinguida  consideración 
y  aprecio,  su  muy  atento  y  S.  S. 

José  A.  Medrano. 

Sr.  Ministro  de  Gobernación  y  Justicia 

Presente. 
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La  Asamblea  declara  electos  Magistrados 
Suplentes  de  las  Salas  5a.  y  6a.  res¬ 
pectivamente. 


DECRETO  N9  1,250 


LA  ASAMBLEA  LEGISLATIVA  DE 
LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA 

DECRETA: 

Artículo  único. — Declárase  electos 
por  la  Asamblea:  Magistrados  Su¬ 
plentes  de  las  Salas  5^  y  6^  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  a  los  Licencia¬ 
dos  Pedro  A.  Ibañez  y  Alberto  C. 
Camey,  respectivamente. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publi¬ 
cación. 

Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la 
Asamblea  Legislativa:  en  Guatemala, 
el  veintinueve  de  mayo  de  mil  nove¬ 
cientos  veintidós. 

H.  Abraham  Cabrera, 

Presidente. 

Rafael  Ordoñez  Solís,  Ed.  Aguirre  V., 

Secretario.  Secretario. 

Palacio  del  Poder  Ejecutivo:  Gua¬ 
temala,  primero  de  junio  de  mil 
novecientos  veintidós. 

Publíquese. 

J.  M.  Orellana. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y  Justicia, 

B.  Alvar  ado  T: 


La  Asamblea  Nacional  Legislativa,  dicta  una 
importantísima  disposición  para  resguardar 
los  intereses  del  fisco. 


DECRETO  N?  1,217 


LA  ASAMBLEA  LEGISLATIVA  DE 
LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA 

DECRETA: 

Artículo  19 — Se  prohíbe  la  excarce¬ 
lación  de  los  reos,  en  los  delitos  de 
contrabando  y  defraudación  al  Fisco 
en  el  ramo  de  licores. 

Artículo  29 — Los  Administradores 
de  Rentas  no  gozarán  de  ante-juicio. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publi¬ 
cación  y  cumplimiento. 

Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la 
Asamblea  Legislativa:  en  Guatemala, 
el  veintinueve  de  mayo  de  mil  nove¬ 
cientos  veintidós. 

II.  Abraham  Cabrera, 

Presidente. 

Rafael  Ordóñez  Solís,  Ed.  Aguare  V., 

Secretario.  Secretario. 

Palacio  del  Poder  Ejecutivo:  Gua¬ 
temala,  primero  de  Junio  de  mil  nove¬ 
cientos  veintidós. 

Publíquese  y  cúmplase. 

J.  Mr.  Orellana. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y  Justicia, 

B.  Al  varado  1. 
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El  Presidente  de  la  Corte  Suprema,  se  dirige  a 
los  Tribunales  de  Justicia,  previniéndoles 
cumplan  debidamente  el  Decreto  de 
indulto  último. 


Guatemala,  lo  de  Julio  de  1922. 

A  Jueces  de  Primera  Instancia  y  Co¬ 
mandantes  de  Armas. 

A  la  mayor  brevedad  proceda  usted 
a  cumplimentar  el  Decreto  de  indulto, 
último,  número  789,  conforme  su  te¬ 
nor,  cuidando  bajo  su  más  estricta 
responsabilidad,  que  no  se  cometa 
exacción  alguna  a  título  de  honorarios 
o  cualquier  otro  motivo,  contra  los  fa¬ 
vorecidos  o  familiares.  Remita  a  es¬ 
te  Tribunal  nómina  de  los  reos  indul¬ 
tados,  con  expresión  de  pena  que 
correspondería  imponerles  y  tiempo 
padecido. 

Medra.no. 


ACUERDOS 


Palacio  del  Poder  Judicial:  Guate¬ 
mala,  tres  de  mayo  de  mil  novecientos 
veintidós. 

Con  vista  de  lo  manifestado  por  el 
Consejo  Superior  de  la  Universidad, 
la  Corte  Suprema  de  Justicia, 

ACUERDA: 

Prevenir  a  los  Comandantes  de  Ar¬ 
mas  y  Jueces  de  4  Instancia  que, 


cuando  tengan  que  hacer  consultas 
relativas  a  reconocimientos  o  informes 
médicos-legales,  las  dirijan  para  su 
resolución  al  Consejo  de  Salubridad  y 
no  a  las  Juntas  Directivas  de  las  Fa¬ 
cultades,  de  conformidad  con  lo  que 
a  ése  respecto  dispone  el  Arto  69  Inco. 
10  del  Código  de  Salubridad. 

Transcríbase  a  los  Jueces  indicados 
y  al  Consejo  Superior  de  la  Univer¬ 
sidad.  , 

Medrano. 

Flores  y  Flores.  Serrano  Muñoz. 

Paredes.  Castillo. 

Manuel  Zeceña  Molina. 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guate¬ 
mala,  diez  y  ocho  de  mayo  de  mil 
novecientos  veintidós. 

Teniéndose  noticia  por  medio  de  la 
prensa,  que  el  día  de  ayer  falleció  en 
la  Cabecera  del  Departamento  de  So- 
lolá,  doña  Ester  Rodríguez  de  Cabrera, 
madre  del  señor  Licenciado  don  H. 
Abraham  Cabrera,  actual  Presidente 
de  la  Asamblea  Nacional  Legislativa 
y  ex-miembro  importante  del  Poder 
Judicial, 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  de  la 
República,  asociándose  al  sentimiento 
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que  ese  luctuoso  suceso  produce  en  el 
hogar  de  dicho  funcionario, 

ACUERDA: 

Presentar  al  señor  Licenciado  Ca¬ 
brera  su  más  sentida  condolencia  a 
nombre  del  Poder  Judicial  y  comisio¬ 
na  al  señor  Presidente  del  Tribunal, 
Licenciado  Medrano  y  Magistrado  del 
mismo  Licenciado  Paredes,  para  que 
en  su  representación  pasen  a  dar  el 
pésame  a  la  familia. 

* 

Comuniqúese. 

Medrana. 

Flores  y  Flores.  Serrano  Muñoz. 

Paredes.  Castillo. 

Manuel  Zeceña  Molina. 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guate¬ 
mala,  junio  siete  de  mil  novecientos 
veintidós. 

En  vista  de  la  renuncia  presentada 
por  el  Sr.  Lie.  don  Manuel  Zeceña 
Molina,  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 

ACUERDA: 

Nombrar  Secretario  del  Tribunal, 
al  señor  Licenciado  don  Tomás  Posa¬ 


das;  dando  al  Licenciado  Molina  las 
gracias  por  los  servicios  prestados. 

Comuniqúese. 

Medrano. 

Flores  y  Flores.  Serrano  Muñoz. 
Paredes.  Castillo. 

Raf.  Castellanos  A. 


GACETILLAS 


El  dieciséis  de  los  corrientes  se  hizo 
cargo  de  la  Secretaría  de  la  Corte  Su¬ 
prema  de  Justicia,  en  virtud  de  acuer¬ 
do  dictado  por  dicho  Tribunal,  con 
fecha  siete  de  los  mismos,  el  señor 
Licenciado  don  Tomás  Posadas  O.,  en 
sustitución  del  de  igual  título  don 
Manuel  Zeceña  Molina. 


Para  facilitar  el  coleccionamiento 
de  las  páginas  que  contienen  el  pro¬ 
yecto  de  Código  Penal,  se  ha  dispuesto 
que  dichas  páginas  vayan  perforadas 
y  que  se  repita  la  impresión  de  la  par¬ 
te  publicada  en  el  número  anterior. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


255 


NUMERO  DE  RESOLUCIONES 

Dictadas  por  los  Tribunales  de  Justicia  de  la  República,  durante  el  mes  de  Mayo 

del  corriente  año. 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

S  entencias 

Sala  1*  de  Apelaciones . 

145 

60 

34 

,,  23  „  ,,  . 

283 

73 

25 

>i  33  ,,  ,,  . 

199 

57 

24 

43  ,,  ,,  . 

248 

81 

7 

,,  53  ,,  ,,  . 

139 

66 

29 

».  63  ,,  ,,  . 

Juzgado  l9  de  13  Instancia . 

270 

47 

9 

830 

351 

21 

..  2»  de  13  „  . 

576 

121 

5 

„  39  de  13  . 

1058 

455 

16 

,,  4?  de  13  . 

498 

148 

14 

„  53  de  13  . 

475 

322 

20 

„  63  de  I»  „  . 

431 

214 

6 

,,  de  13  Instancia  de  Amatitlán . 

137 

39 

3 

>,  . . .  Escuintla . 

545 

555 

8 

*>  n  m  i)  >»  Sacatepequez . 

447 

148 

10 

,,  ,,  ,,  ,,  ,,  Chimaltenango  . 

528 

228 

6 

•  ,,  ,,  ,,  ,,  ,,  Baja  Verapaz . 

460 

98 

9 

,,  ,,  ,,  ,,  ,,  Alta  Verapaz . 

232 

114 

9 

,,  ,,  ,,  ,,  ,.  Suchitepéquez  . 

369 

109 

7 

,.  ,,  ,,  ,,  ,,  Retalhuleu . 

520 

98 

6 

»t  ti  »»  ti  tt  Solóla . 

Juzgado  I9  de  13  Instancia  de  Quezaltenango . 

478 

308 

9 

493 

200 

0 

23  de  P  „  „  „  . 

324 

266 

8 

„  33  de  13  „  „  „  . 

Juzgado  de  13  Instancia  de  Totonicapán . 

132 

95 

3 

306 

114 

6 

,,  ,,  ,,  ,,  ,,  San  Marcos . 

237 

275 

1 

,,  ,,  ,,  Huehuetenango . 

291 

134 

7 

11  11  11  11  11  Quiche . 

491 

120 

1 

244 

72 

13 

it  11  11  11  11  Zacapa . 

424 

141 

11 

„  ,,  ,,  •  ,,  ,,  Chiquimula  . 

323 

125 

4 

11  11  11  11  11  J&lspa  . 

77 

85 

2 

11  11  11  11  11  Jutiapa  . . . 

349 

164 

10 

,,  ,,  ,,  ,,  ,,  Santa  Rosa  . 

465 

158 

9 

TOTAL . 

13,024 

5,641 

352 

La  Sala  que  dictó  más  sentencias  fué  la  1*  de  Apelaciones. 

Los  Juzgados  que  dictaron  mayor  número  de  las  mismas  fueron  el  13  y  el  5*?  de  l1*  Instancia  de 
esta  capital. 

Los  que  dictaron  menos  fueron  los  Juzgados  de  13  Instancia  de  San  Marcos,  Quiché  y  Jalapa. 

El  que  no  dictó  ninguna  Sentencia  fué  el  Juzgado  1?  de  1»  Instancia  de  Quezaltenango. 


Sección  de  Estadística;  Guatemala,  30  de  Junio  de  1922. 


Jueces  de  1?  Instancia  de  los  Departamentos 


Juez  de  Amatitlán  . . . .  r..«— . 

Juez  de  Alta  Verapaz 

Juez  de  Baja  Verapaz 

Juez  de  Chimaltenango 

Juez  de  Ghiquimula 

U.V6.M4UU  uun  Joaquín  Avila  Alvarado. 
m  »r  Porfirio  Barrios. 

*’  Ernesto  Andrade. 

•  ■  Miguel  Prem. 

Juez  de  Escuintla 

•  »  Francisco  Rodríguez. 

Juez  de  Huehuetenango 

Juez  de  Izabal 

.■  Pedro  R.  Espinoza. 

..  Víctor  Mijangos. 

J  uez  de  Jalapa 

>•  ..  Luis  Mendoza  G. 

J uez  de  J  utiapa 

Juez  de  Peten 

'■  Cecilio  Palma. 

»»  Adolfo  Sarillas  González. 

Juez  de  Quiché 

•  »  t «  Abel  Leiva. 

Juez  lo.  de  Quezal  tenango 

J  uez  2o.  de  Quezaltenango 

Juez  3o.  de  Quezaltenango 

Juez  de  Retalhuleu. 

■  ’  „  José  L  Pinetta. 

■t  i,  Octavio  Aguilar. 

»«  m  Isaías  Peñalonzo. 

”  Tobías  Medina. 

Juez  de  Sacatepéquez 

>•  ..  J.  Rigoberto  Valdés  C. 

>•  •,  Liberato  Valdés. 

»i  ..  Esteban  Calvillo. 

»»*  Max.  Palomo  M. 

’•  ».  Octavio  Martínez. 

•>  Vigilio  Zapata  M. 

**  >•  Javier  Ramos  O. 

..  ,,  Emeterio  Girón 

Juez  de  Suchitepéquez 

Juez  de  Sololá 

J  uez  de  San  Marcos 

Juez  de  Santa  Rosa 

Juez  de  Totonicapán 

J  uez  de  Zacapa 

Cuadro  de  los  Señores  Magistrados  de  las  Salas  44,  54  y  64  de  la  Corte  de  Ape¬ 
laciones,  Magistrados  Suplentes  de  las  cinco  Salas,  empleados  principales  del 
Poder  Judicial,  Funcionarios  Militares  y  Vocales  de  la  Corte  Marcial;  Distritos 
jurisdiccionales  de  las  seis  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones. 


Sala  44  de  la  Corte  de  Apelaciones- 


Presidente. 

Magistrado, 

Fiscal. 

Procu  rador, 
SecretaHo, 


Lie.  Don  Bernardino  López. 

.,  ,,  Filadelfo  J.  Fuentes. 

,,  Francisco  Castillo  M. 

,,  .,  Fernando  D.  Ramírez. 

„  Enrique  Rodríguez  M. 
,,  ,,  Gabriel  Cojulón. 


Sala  5*  de  la  Corte  de  Apelaciones. 


Presidente, 

Magistrado, 

Fiscal, 

Procurador, 

Secretario, 


Lie.  Don  Felicito  Leiva. 

,,  ,,  Francisco  Contreras. 

,,  ,,  Antonio  I.  Aguirre. 

,,  ,,  Fidencio  Duque. 

„  Juan  J.  Recinos. 

,,  ,,  Francisco  Guerra  y  Guerra. 


Sala  6*  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

Presidente,  Lie.  Don  Pedro  Santiago  Valdés. 
Magistrado,  „  ,,  Manuel  A.  Náñez. 

,,  ,,  ,,  Juan  C.  Alvarado. 

Fiscal,  ,.  ,,  Jorge  A.  Pacheco. 


Procurador,  Lie.  Don  Alberto  C.  Camey. 
Secretario.  ,,  ,,  Liberato  Obando  M. 

Magistrados  Suplentes. 

De  la  Sala  la  .  Lie.  Don  José  Lara. 

De  la  Sala  la.,  Lie.  Don  . . . 

De  la  Sala  2a.,  Lie.  Don  Guillermo  S.  de  Tejada. 
De  la  Sala  2a.,  Lie.  Don  Ricardo  C.  Castañeda. 
De  la  Sala  3a  ,  Lie  Don  David  Pivaral. 

De  la  Sala  3a.,  Lie.  Don  Manuel  Rojas  M. 

De  la  Sala  4a.,  Lie.  Don  Carlos  J.  Martínez. 

De  Ta  Sala  4a.,  Lie.  Don  Luis  F.  Molina. 

De  la  Sala  5a.,  Lie.  Don  Cecilio  Palma. 

De  la  Sala  5a.,  Lie.  Don  Pedro  A.  Ibáüez. 

De  la  Sala  6a.,  Lie.  Don  Alberto  C.  Camey. 

De  la  Sala  6a.,  Lie.  Don  Federico  Carbonel!. 

Empleados  Especiales. 

Bibliotecario  de  la  Corte.  Don  J.  Ramón  Pareja. 
Receptor  de  Fondos  de  Justicia,  Don  Ernesto 
Matheu  V. 


CONTINUACIÓN  DEL  CUADRO  ANTERIOR 


FUNCIONARIOS  MILITARES. 

Comandante  de  Armas,  General  Don  Flavio 
Ovalle. 

Auditor  General  de  Guerra  de  la  República, 
Lid  Don  Eliseo  Solis. 

a 

CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPUBLICA. 

Vocales  Militares  para  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Propietario,  General  Don  Mariano  Sánchez. 
Propietario,  Coronel  Don  Carlos  Jurado. 

.  Suplente,  General  Don  Enrique'Haeusslér. 
Suplente,  General  Don  Francisco  Moliinedo. 

Vocales  Militares  para  las  Salas  l’\  2“  y  3“ 
de  la  Corte  de  Apelaciones. 

Propietario,  General  Don  Mariano  Serrano 
M  uñoz. 

Propietario,  Coronel  Don  Rodrigo  G.  Solór- 
zano. 

Suplente,  Coronel  Ingeniero  Don  Santiago 
Romero. 

Suplente,  Coronel  Don  Guillermo  Kuhsiek  A. 

Vocales  Militares  para  las  Salas  4^  y  6*  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Quezaltenango. 

Propietario.  Coronel  Don  Hermenegildo  Rodas. 
Propietario,  Coronel  Don  Augusto  Rodríguez. 
Suplente,  Coronel  Don  Nicolás  Maldonado. 
Suplente,  Coronel  Don  Víctor  M.  Alegría. 

Vocales  Militares  para  la  Sala  5?  de  la  Corte 
de  Apelaciones  residente  en  Jalapa. 

Propietario,  Coronel  Ingeniero  Don  Valeriano 
Aquino. 

Propietario,  Coronel  Don  Pedro  Aragón. 
Suplente,  Teniente  Coronel  Don  Jesús  Palma. 
Suplente.  Teniente  Coronel  Don  Adrián  Sa- 
lazar. 

Vocales  Militares  para  la  Sala  6?  de  la  Corte 
de  Apelaciones  residente  en  Totonicapán. 

Propietario,  Teniente  Coronel  Don  J.  Canuto 
de  León. 

Propietario.  Teniente  Coronel  Don  Manuel  R. 
Espada. 

Suplente,  Teniente  Coronel  Don  Enrique  .T 
Cruz. 

Suplente,  Teniente  Coronel  Don  Luis  Alfredo  I 
A  ragón. 


DISTRITOS  JURISDICCIONALES 

Sala  1?  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

Juzgados  lo.  y  6o.  de  Guatemala  y  Juzgados 
déla.  Instancia  y  Comandancias  de  Armas  de 
Chimaltenaogo,  Pelen  y  Santa  Rosa 

Sala  2“  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

Juzgados  2o.  y  4o.  de  la.  Instancia  de  Guate¬ 
mala  y  Juzgados  de.  la.  Instancia  y  Comandancias 
de  Armas  de  Amatitlán,  Alta  y  Baja  Verapaz  y 
Escuintla. 

Sala  3*  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

Juzgados  3o.  y  5o.  de  la.  Instancia  de  Guate¬ 
mala.  Comandancia  de  Armas  de  Guatemala  y 
Juzgado  de  la.  Instancia  yf  Comandancia  de  A  r- 
raas  de  Sacatepéquez. 

Sala  4*  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

Juzgados  lo.,  2o  y  3o.  de  la.  Instancia  «y  Co¬ 
mandancia  de  Armas  de  Quezaltenango  y  Juzga¬ 
dos  de  la.  Instancia  y  Comandancias  de  Armas  de 
San  Marcos,  Retalhuleu  y  Suchitepéquez. 

Sala  5?  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

Juzgados  de  la.  Instancia  y  Comandancias  de 
Armas  de  los  Departamentos  de  Jalapa.  Jutiapa. 
Chiquimula.  Zacapae  Izabal. 

Sala  6”  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

"Juzgados  <Ie  la.  Instancia  y  Comandancias  de 
Armas  de  los  Departamentos  de  Totonicapán, 
Sololá.  Quiché  y  Huehuetenango. 


NOTAS: 

Primera.  El  despacho  de  los  asuntos  del  ramo  crimi¬ 
nal,  está  a  cargo  de  los  Jueces  4o  ,  5o., y  6o.  de  la.  instancia 
de  este  Departamento,  entre  quienes  se  reparten  las  causas 
con  Igualdad. 

Segunda  En  materia  civil,  los  Juzgados  lo.,  2o.  y  3o 
de  la.  Instancia  de  este  Departamento,  conocen  indistinta¬ 
mente  de  los  asuntos  de  los  cuatro  Juzgados  de  Paz  de  e9ta 
Capital  y  de  Tos  origi  arlos  de  los  pueblos  del  Departamento. 


